
 

UNIVERSIDAD ALAS PERUANAS 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIA POLITICA 

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

 

TEMA EN DERECHO CIVIL: 

“DESALOJO POR OCUPACIÓN PRECARIA” 

 

TRABAJO DEL CURSO ESPECIAL DE TITULACIÓN PARA LA 

ELABORACIÓN DEL TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

(CET/TSP) PARA OPTAR EL TITULO PROFESIONAL DE 

ABOGADA 

 

PRESENTADO POR 

BACH. JENNIFER KATHERINE CUTIRE MACHACA 

(ORCID: 0000-0001-9771-9991) 

 

ASESOR 

MG. CARLOS RODOLFO BULNES TARAZONA 

(ORCID: 0000-0003-1911-6188) 

 

LIMA, PERÚ 

2022 



 

 

 

 

INDICE 

TEMA EN DERECHO CIVIL: DESALOJO POR CAUSAL DE OCUPACIÓN 

PRECARIA .............................................................................................................. 5 

FUNDAMENTACIÓN .............................................................................................. 6 

OBJETIVOS. ........................................................................................................... 7 

INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS. ............................................... 8 

CAPITULO I: Derecho Civil “DESALOJO POR CAUSAL” ..................................... 10 

A.  HECHOS DE FONDO ................................................................................ 10 

1.   IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES ........................................ 10 

1.1 LA DEMANDA……………………………………………………………………….

 10 

1.2 CONTESTACION DE LA DEMANDA 11 

1.3 CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES EN LOS HECHOS AFIRMADOS 

POR LOS DEMANDANTES Y LOS DEMANDADOS 12 

1.3.1.  Concordancias .................................................................................... 12 

1.3.2.  Contradicciones................................................................................... 12 

1.4 ORGANOS JURISDICIONALES 12 

1.4.1. Sentencia de Primera Instancia ........................................................... 12 

1.4.2. Sentencia de la Sala Superior – Segunda Instancia ............................ 13 

1.4.3. Sentencia de la Corte suprema – Casación 14 

2. PROBLEMAS ................................................................................................. 15 

2.1 PRINCIPAL O EJE………………………………………………………………... 15 

2.2.  COLATERAL ……………………………………………………………………….15 

2.3.  SECUNDARIOS…………………………………………………………………… 15 

3. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 15 

3.1 NORMA LEGAL………………………………………………………………….. 15 

3.2.  DOCTRINA………………………………………………………………………… 28 



4. DISCUSIÓN ................................................................................................... 45 

5. CONCLUSIONES .......................................................................................... 47 

B. HECHOS DE FORMA .................................................................................... 48 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES ........................................... 48 

1.1.  Etapa Postulatoria 48 

1.2.  Audiencia Única 49 

1.3.  Etapa Decisoria …………………………………………………………………… 49 

1.4. Etapa Impugnatoria 50 

2. PROBLEMAS DE FORMA ............................................................................. 50 

2.1.  Problema principal o eje 50 

2.2.  Problema colateral 50 

2.3.  Problemas secundarios 50 

3. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 51 

3.1. Normas Legales …………………………………………………………………… 51 

3.2.  DOCTRINA ………………………………………………………………………  60 

3.3.  JURISPRUDENCIA 66 

4. DISCUSIÓN DE FORMA ............................................................................... 69 

5. CONCLUSIONES .......................................................................................... 70 

VII. Plan de actividades y cronograma .................................................................. 71 

VIII. Referencia Bibliográfica. ............................................................................. 72 

IX. Anexos ........................................................................................................ 75 

 

 

 

 

 

 

 



 

 



 

TEMA EN DERECHO CIVIL: DESALOJO POR CAUSAL DE OCUPACIÓN 

PRECARIA 

 

DATOS DEL EXPEDIENTE 

 

EXPEDIENTE : 00030-2016-0-2003-JM-CI-01 

DEMANDANTE : DANIEL GUERRERO RIVERA Y  

                                             ROSA GUERRERO RIVERA 

DEMANDADOS : ROLANDO FRANCISCO GUERRERO AGURTO Y  

                                              JESUS MARIA AGURTO OCAÑA. 

JUZGADO : 1 JUZGADO MIXTO - HUANCABAMBA 
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FUNDAMENTACIÓN 

 

Al tratarse de una de la más controversial institución jurídica como es el desalojo, 

primero es importante tener en claro que al transcurrir el tiempo los criterios sobre esta 

fueron variando e impulsándose nuevas figuras que generan el desalojo. Una de ellas 

es la posesión precaria, cuyo  fundamento ha pasado por una serie de análisis para 

determinar la posición jurídica de un precario, en ese extremo, el presente trabajo de 

suficiencia profesional nos da la oportunidad de analizar la titularidad de la posesión 

respecto de los supuestos ocupantes precarios, por lo mencionado la jurisprudencia 

se ha encargado de dilucidar cualquier duda en razón al derecho en disputa, como es 

el derecho real de posesión, es así que al tratarse de este tema los jueces no dudan 

en invocar el cuarto pleno Casatorio en el que se ha establecido reglas a tener en 

cuenta como precedente vinculante, siendo la piedra angular para los casos en materia 

de desalojo, pero por otro lado la experiencia jurídica afirma que el derecho está en 

constante evolución y añadir que en particulares momentos aparecen nuevos 

fenómenos sociales de carácter jurídico que el derecho en ocasiones no puede cubrir 

para resolver controversias, lo cual paso en este particular caso que llego a debatirse 

en casación, para determinar la titularidad del demandado, que corresponde calificarla 

de justa. Sin embargo, al emitir pronunciamiento en segunda instancia manifiesta, la 

titularidad de propiedad, pese a no ser materia en cuestión, de igual manera al referirse 

al mencionar que es debatible en un proceso aparte la sucesión intestada invocada 

para reconocer a los poseedores como legítimos, y finalmente pronunciándose sobre 

la acreditación de ser heredero. Sin valorar al posesionario de estar en ejercicio de 

posesión frente a otro que ostenta título de propiedad sin haber poseído el bien, bajo 

este criterio no es necesario hacer valer dichos derechos en otra vía para que proceda 

desalojo, en virtud de lo mencionado esto no debió plantearse de esta manera por que 

sostener el título de propiedad en este caso particulares sólo desnaturaliza la figura 

jurídica de desalojo por ocupación precaria.  

 

 

 

 

 

 

 



OBJETIVOS.   

 

1. Analizar si al emitir sentencia de primera instancia, les asiste la tutela 

jurisdiccional efectiva.  

2. Determinar si se puede establecer la titularidad de posesión de los demandados 

frente a los demandantes.  

3. Analizar si a los demandados les corresponde restituir el bien inmueble. 

4. Determinar los títulos que ostentan las partes para requerir la posesión legítima 

respecto al bien.      

5. Determinar porque la sala suprema considera pronunciarse en sede de 

instancia.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS.  

 

Principio del Debido 

Proceso 

Principio de Legalidad 
Principio a la motivación de las 

resoluciones judiciales 

Intenciones Concreciones Evidencias 

Se valoró  la postulación de la 

controversia, tanto en el órgano de 

primera y segunda instancia, se  

primó la tutela jurisdiccional efectiva 

en sujeción a un debido proceso. 

La decisión judicial actuó dentro del 

marco jurídico establecido, ya que 

en la etapa inicial del proceso en se 

aplicó la ley correspondiente a los 

hechos en cuestión, respecto al 

Desalojo. 

En primera instancia: el A Quo, se 

ajustó al debida motivación, 

invocando el IV pleno casatorio 

como precedente vinculante, que 

dilucida la controversia en este tipo 

de materia señalando la 

justificación del uso y disfrute de los 

demandados. 

Que, habiéndose analizado el 

proceso si se han respetado los 

plazos establecidos, dentro de los 

cuales se contesta la demanda y así 

dictar el auto admisorio del presente 

caso, los mismos que son céleres en 

cumplimiento del procedimiento 

sumarísimo. 

Durante el proceso se consideró la 

aplicación del Artículo 586, en el 

cual los demandantes son 

propietarios y como sujeto pasivo el 

supuesto precario. En base a ello, 

se determinará la exigibilidad de 

restitución. 

Dentro de la sentencia de primera 

instancia se resolvieron los puntos 

controvertidos, con la correcta 

motivación por parte de los 

magistrados. Decidiendo 

finalmente, la titularidad de 

posesión de los demandados. 

Se observó que, la doble instancia 

es un derecho constitucional se 

persigue que lo resuelto por un juez 

de primera instancia puede ser 

revisado por un órgano 

funcionalmente superior, en el 

presente caso, el demandado 

sostiene agravio y su atención 

constituye una garantía del debido 

proceso. 

La competencia es un presupuesto 

de validez para el recurso 

impugnatorio, en el presente caso 

es competente el juez de la sala 

civil, cumpliendo además lo 

establecido en el Artículo 358, 

fundamentando su pedido en razón 

al agravio u error que lo motiva. 

Dentro de la sentencia de primera 

instancia con la correcta 

motivación por parte de los jueces. 

Asimismo, se cumplió con la 

motivación en segunda instancia. 

No ampara la restitución de 

posesión de los demandados hacia 

los demandantes. Por lo contrario, 

si ordenado en la segunda 

instancia. 



Se valoraron los medios probatorios 

ofrecidos, y la determinación de los 

puntos controvertidos, de esta 

manera se garantizó la conducción y 

el debido proceso. 

El  desalojo por causal de ocupante 

precario, debe acreditar que se 

ejerce la posesión de los 

demandados, sin título o con título 

fenecido según lo establecido en el 

Art. 911 del Código sustantivo. 

En Segunda Instancia se pudo 

advertir la apreciación de medios 

probatorios que no generaban 

impacto respecto el petitorio y de 

los puntos controvertidos, respecto 

a ese distinto criterio fue 

debidamente motivado. 

Se determinó,  a efectos de evaluar 

si la sentencia de mérito ha 

vulnerado el debido proceso y la 

motivación que se le otorga a las 

partes, el recurso extraordinario de 

Casación. 

En cumplimiento del Art. 391 y 392-

A del Código Procesal Civil, se 

evaluó la procedencia del Recurso 

invocado y se admitió según los 

parámetros establecidos. 

En el presente recurso de casación 

el pronunciamiento absuelve a 

hechos que no fueron materia de 

controversia entre las partes, 

asimismo, aplicando 

incorrectamente la norma material, 

en ese sentido actúa en sede de 

instancia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



CAPITULO I: Derecho Civil “DESALOJO POR CAUSAL” 

 

A.  HECHOS DE FONDO 

1.   IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

 

1.1  LA DEMANDA  

El 12 de abril de 2016 DANIEL GUERRERO RIVERA Y ROSA 

GUERRERO RIVERA, interpusieron la demanda de desalojo por 

ocupación precaria de la propiedad ubicada en Calle unión N°535, 

contra JESUS MARIA AGURTO RIVERA OCAÑA Y ROLANDO 

FRANCISCO GUERRERO AGURTO; bajo los siguientes 

fundamentos: 

  FUNDAMENTOS DE HECHO:  

- En fecha 28 de marzo de 1960 se acredita como propietaria a su 

difunta madre CARMEN VICTORIA RIVERA ROMERO mediante 

un documento de repartición extrajudicial junto a sus hermanos 

Laura, Segundo y Genara. Certificado dado por el Juez de paz de 

segunda denominación. 

 

-  Manifestaron que, el 24 de noviembre del 2014 solicitaron la 

sucesión intestada ante Juzgado de Paz Letrado con Funciones de 

Investigación Preparatoria de Huancabamba declarándolos 

herederos mediante Resolución número cinco y se inscribió en el 

Registro de Sucesiones Intestadas de la Sunarp-Piura y ante la 

municipalidad. 

 

- Refirieron que, al fallecer su hermano ROLANDO GUERRERO 

RIVERA quedó en posesión su conviviente JESUS MARIA 

AGURTO RIVERA OCAÑA con su hijo ROLANDO FRANCISCO 

GUERRERO AGURTO por más de 40 años en forma gratuita.  

 

 

 



- En consecuencia, enviaron una carta notarial 08 de julio del 2015 

para la desocupación del bien, sin embargo, los demandados se 

mostraron renuentes en desocupar el bien, alegando tener un 

documento de donación de parte de BERTHA VICTORIA 

GUERRERO RIVERA al demandado.  

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

- Art.923 Código Civil 

- Art.424 y Art.425, Código Procesal Civil 

- Art. 585 Código Procesal Civil 

 

1.2   CONTESTACION DE LA DEMANDA  

 

FUNDAMENTOS DE HECHO: 

- Carmen Victoria Rivera Romero la propietaria fallecida es madre de 

Rolando Francisco Guerrero el cual fue pareja de la demandada y 

padre del demandado, en consecuencia, sobrino de los 

demandantes. 

  

- Los demandantes tramitaron una declaratoria de herederos en la que 

excluyeron a sus hermanos y a los representantes sucesores, 

además el demandante vendió su parte de herencia. 

 

-Indicaron que residen más de 40 años en la propiedad materia de litis, 

no constituye título, el pago de tributos, el cambio de razón social en, 

la declaración de herederos sino al realizarse la repartición de lo que 

le corresponde a cada sucesor. 

 

-Teniendo razón justificada de la posesión por la calidad de vocación 

sucesoria. 

 

 

 



-IV Pleno Casatorio Civil ha establecido que cuando se hace alusión a 

la carencia o fenecimiento del título, no se está refiriendo al 

documento exclusiva al título de propiedad, sino a cualquier acto 

jurídico de a ejercer la posesión. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

- Art.911 C.C 

- Art.196, 200,585,589.C.PC. 

 

1.3 CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES EN LOS HECHOS 

AFIRMADOS POR LOS DEMANDANTES Y LOS DEMANDADOS  

1.3.1.  Concordancias  

▪ Se expresó la posesión por más de 40 años. 

▪ la difunta Carmen fue reconocida por ambas partes como 

propietaria del bien.  

1.3.2.  Contradicciones  

▪ Los demandados mencionaron la donación del inmueble de 

la propietaria hacia el demandado; contrariamente, los 

demandantes lo calificaron de dudosa procedencia. 

▪ Refirieron el título de propiedad de los demandantes según 

sucesión intestada; por otro lado, los demandados indican 

que no es un título ya que no se realizó la partición y se 

excluyó a los demás herederos. 

 

1.4 ORGANOS JURISDICIONALES  

1.4.1. Sentencia de Primera Instancia  

El 01 de agosto de 2016, Primer Juzgado Mixto Huancabamba - 

Piura RESUELVE declarar infundada la demanda de desalojo por 

la causal de ocupación precaria.  

 

 



1.4.1.1. Hechos tomados en cuenta por el Juez Civil:  

 

▪ El IV Pleno Casatorio que fue invocado por los 

demandados 

▪ Carmen Victoria Rivera Romero fue propietaria del 

inmueble materia de litis,  

▪ La madre de los demandantes tuvo 5 hijos siendo uno 

de ellos ROLANDO INOCENTE GUERRERO RIVERA 

padre del demandado. 

▪ La sucesión intestada de los demandantes. 

▪ La posesión por más de 40 años de los demandados.  

 

1.4.1.2.   Hechos no tomados en cuenta por el Juez Civil:  

 

▪ La repartición extrajudicial de la difunta madre de los 

demandantes. 

▪ El documento de donación de parte de BERTHA 

VICTORIA GUERRERO RIVERA al demandado. 

▪ La carta notarial de los demandantes. 

 

1.4.2.  Sentencia de la Sala Superior – Segunda Instancia 

 En fecha 18 de octubre de 2016 La Primera Sala Civil de la Corte 

Superior de Justicia de Piura se apeló apelada contenida en la 

resolución Nº 06, de fecha 01 de agosto de 2016, que declara 

infundada la demanda de desalojo. 

1.4.2.1. Hechos tomados en cuenta por la Sala Civil:  

 

▪ Carmen Victoria Rivera Romero fue propietaria del 

inmueble materia de litis. 

▪ La sucesión intestada de los demandantes, inscripción de 

legítimos propietarios. 

▪ El VI Pleno Casatorio. 

▪ El documento de donación no cumple con lo exigible. 



▪ La vocación hereditaria no acreditada por la partida de 

nacimiento que tiene distinto nombre de la propietaria. 

▪ Exclusión de los demandados en la sucesión intestada. 

▪ Unión de hecho de la demandada. 

 

1.4.2.2. Hechos no tomados en cuenta por la Sala Civil: 

 

▪ La posesión de los demandados. 

▪ La carta notarial de los demandantes. 

 

  1.4.3. Sentencia de la Corte suprema – Casación  

 La Sala Civil Transitoria de La Corte Suprema de Justicia de la 

República declara FUNDADO El recurso de casación contenida en la 

resolución número nueve actuando en sede de instancia; 

CONFIRMARON la sentencia apelada que declaró infundada la 

demanda el recurso de casación contenida en la resolución número 

nueve actuando en sede de instancia; CONFIRMARON la sentencia 

apelada que declaró infundada la demanda 

1.4.3.1. Hechos tomados en cuenta por la Corte Suprema 

 

▪ Refirió que, los demandados alegaron tener vocación 

hereditaria. 

▪ Hizo mención del documento de donación de los 

demandados 

▪ Consignó lo establecido en el VI Pleno Casatorio. 

▪ Declaran la posesión de los demandados por derecho 

hereditario. 

1.4.3.2. Hechos no tomados en cuenta por la Corte Suprema 

 

▪ La sucesión intestada de los demandantes. 

▪ La carta notarial de los demandantes. 

▪ Las inscripciones y registros como propietarios. 

▪ La repartición extrajudicial de la difunta madre de los 

demandantes. 



2.  PROBLEMAS 

 

2.1   PRINCIPAL O EJE  

- ¿A quién le corresponde la restitución y/o posesión del bien? 

2.2.  COLATERAL  

                 -  No existen. 

2.3.  SECUNDARIOS  

a) ¿Existe exclusión en la sucesión intestada? 

b) ¿Tienen los demandados, derecho de poseer? 

c) ¿Los demandantes son propietarios universales del bien? 

d) ¿Quien es propietario legítimo del bien? 

e) ¿Los demandados tienen vocación hereditaria? 

 

3. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

 

3.1   NORMA LEGAL  

- Constitución Política del Estado  

Artículo 2° Derechos de la persona: 

Inc. 20. A formular peticiones, individual o colectivamente, por escrito 

ante Autoridad competente, la que está obligada a dar al interesado 

una respuesta también por escrito dentro del plazo legal bajo 

responsabilidad. 

Inc. 16. A la propiedad y a la herencia. 

- Código Civil 

Artículo VI. - Interés para obrar. 

Para ejercitar o contestar una acción es necesario tener legítimo 

interés económico o moral. 

Acto Jurídico 



Artículo 140. – Definición y elementos de validez. 

1. Plena capacidad de ejercicio, salvo las restricciones contempladas 

en la ley. 

2. Objeto física y jurídicamente posible.  

3. Fin lícito.  

4. Observancia de la forma prescrita bajo sanción de nulidad 

Noción de Derechos Reales 

Artículo 881.- Son derechos reales los regulados en este Libro y otras 

leyes. 

Los padres están obligados a proveer al sostenimiento, protección, 

educación y formación de sus hijos menores según su situación y 

posibilidades. 

Bienes inmuebles 

Artículo 885.- Son inmuebles: 

1.- El suelo, el subsuelo y el sobresuelo. 

2.- El mar, los lagos, los ríos, los manantiales, las corrientes de agua 

y las aguas vivas o estanciales. 

3.- Las minas, canteras y depósitos de hidrocarburos. 

4.- Las naves y embarcaciones. 

5.- Los diques y muelles 

7.- Las concesiones para explotar servicios públicos. 

8.- Las concesiones mineras obtenidas por particulares. 

10.- Los derechos sobre inmuebles inscribibles en el registro. 

11.- Los demás bienes a los que la ley les confiere tal calidad. 

Noción de posesión 

Artículo 896.- La posesión es el ejercicio de hecho de uno o más 

poderes inherentes a la propiedad. Servidor de la posesión 



Artículo 897.- No es poseedor quien, encontrándose en relación de 

dependencia respecto a otro, conserva la posesión en nombre de éste 

y en cumplimiento de órdenes e instrucciones suyas. 

                Coposesión 

Artículo 899.- Existe coposesión cuando dos o más personas poseen 

un mismo bien conjuntamente. 

Cada poseedor puede ejercer sobre el bien actos posesorios, con tal 

que no signifiquen la exclusión de los demás. 

Adquisición de la posesión 

Artículo 900.- La posesión se adquiere por la tradición, salvo los casos 

de adquisición originaria que establece la ley. 

Tradición 

Artículo 901.- La tradición se realiza mediante la entrega del bien a 

quien debe recibirlo o a la persona designada por él o por la ley y con 

las formalidades que ésta establece.  

Clases de Posesión y sus Efectos 

Posesión inmediata y mediata 

Artículo 905.- Es poseedor inmediato el poseedor temporal en virtud 

de un título. Corresponde la posesión mediata a quien confirió el título. 

Posesión ilegítima de buena fe 

Artículo 906.- La posesión ilegítima es de buena fe cuando el poseedor 

cree en su legitimidad, por ignorancia o error de hecho o de derecho 

sobre el vicio que invalida su título. 

Duración de la buena fe 

Artículo 907.- La buena fe dura mientras las circunstancias permitan al 

poseedor creer que posee legítimamente o, en todo caso, hasta que 

sea citado en juicio, si la demanda resulta fundada. 

 



 

Responsabilidad del poseedor de mala fe 

Artículo 909.- El poseedor de mala fe responde de la pérdida o 

detrimento del bien aún por caso fortuito o fuerza mayor, salvo que 

éste también se hubiese producido en caso de haber estado en poder 

de su titular. 

Posesión precaria 

Artículo 911.- La posesión precaria es la que se ejerce sin título alguno 

o cuando el que se tenía ha fenecido. 

Presunción de propiedad 

Artículo 912.- El poseedor es reputado propietario, mientras no se 

pruebe lo contrario. Esta presunción no puede oponerla el poseedor 

inmediato al poseedor mediato. Tampoco puede oponerse al 

propietario con derecho inscrito. 

Presunción de posesión de accesorios 

Artículo 913.- La posesión de un bien hace presumir la posesión de 

sus accesorios. La posesión de un inmueble hace presumir la de los 

bienes muebles que se hallen en él. 

Presunción de buena fe del poseedor 

Artículo 914.- Se presume la buena fe del poseedor, salvo prueba en 

contrario. 

Presunción de posesión continua 

Artículo 915.- Si el poseedor actual prueba haber poseído 

anteriormente, se presume que poseyó en el tiempo intermedio, salvo 

prueba en contrario. 

 

 



 

 

Causales de extinción de la posesión 

Artículo 922.- La posesión se extingue por: 

1.- Tradición 

2.- Abandono 

3.- Ejecución de resolución judicial 

4.- Destrucción total o pérdida del bien. 

Propiedad 

Artículo 923.- La propiedad es el poder jurídico que permite usar, 

disfrutar, disponer y reivindicar un bien.  

Debe ejercerse en armonía con el interés social y dentro de los límites 

de la ley. 

Prescripción adquisitiva 

Artículo 950.- La propiedad inmueble se adquiere por prescripción 

mediante la posesión continua, pacífica y pública como propietario 

durante diez años. 

Se adquiere a los cinco años cuando median justo título y buena fe. 

Noción de Copropiedad 

Artículo 969.- Hay copropiedad cuando un bien pertenece por cuotas 

ideales a dos o más personas. 

Derecho de uso del bien común 

Artículo 974.- Cada copropietario tiene derecho a servirse del bien 

común, siempre que no altere su destino ni perjudique el interés de los 

demás. 



El derecho de usar el bien común corresponde a cada copropietario. 

En caso de desavenencia el juez regulará el uso, observándose las 

reglas procesales sobre administración judicial de bienes comunes. 

Noción de partición 

Artículo 983.- Por la partición permutan los copropietarios, cediendo 

cada uno el derecho que tiene sobre los bienes que no se le 

adjudiquen, a cambio del derecho que le ceden en los que se le 

adjudican. 

Trasmisión sucesoria de pleno derecho 

Artículo 660.- Desde el momento de la muerte de una persona, los 

bienes, derechos y obligaciones que constituyen la herencia se 

trasmiten a sus sucesores. 

Acción de petición de herencia 

Artículo 664.- El derecho de petición de herencia corresponde al 

heredero que no posee los bienes que considera que le pertenecen, y 

se dirige contra quien los posea en todo o parte a título sucesorio, para 

excluirlo o para concurrir con él. 

A la pretensión a que se refiere el párrafo anterior, puede acumularse 

la de declarar heredero al peticionante si, habiéndose pronunciado 

declaración judicial de herederos, considera que con ella se han 

preterido sus derechos. 

Las pretensiones a que se refiere este Artículo son imprescriptibles y 

se tramitan como proceso de conocimiento."  

Formas de aceptar la herencia 

Artículo 672.- La aceptación expresa puede constar en instrumento 

público o privado. Hay aceptación tácita si el heredero entra en 

posesión de la herencia o practica otros actos que demuestren de 

manera indubitable su voluntad de aceptar. 

Herederos por representación 



Artículo 681.- Por la representación sucesoria los descendientes 

tienen derecho de entrar en el lugar y en el grado de su ascendiente, 

a recibir la herencia que a éste correspondería si viviese, o la que 

hubiera renunciado o perdido por indignidad o desheredación. 

Sucesión a título universal y particular 

Artículo 735.- La institución de heredero es a título universal y 

comprende la totalidad de los bienes, derechos y obligaciones que 

constituyen la herencia o una cuota parte de ellos.  

Casos de sucesión intestada 

Artículo 815.- La herencia corresponde a los herederos legales 

cuando: 

1.- El causante muere sin dejar testamento; el que otorgó ha sido 

declarado nulo total o parcialmente; ha caducado por falta de 

comprobación judicial; o se declara inválida la desheredación. 

2.- El testamento no contiene institución de heredero, o se ha 

declarado la caducidad o invalidez de la disposición que lo instituye. 

3.- El heredero forzoso muere antes que el testador, renuncia a la 

herencia o la pierde por indignidad o desheredación y no tiene 

descendientes. 

4.- El heredero voluntario o el legatario muere antes que el testador; o 

por no haberse cumplido la condición establecida por éste; o por 

renuncia, o por haberse declarado indignos a estos sucesores sin 

sustitutos designados. 

5.- El testador que no tiene herederos forzosos o voluntarios instituidos 

en testamento, no ha dispuesto de todos sus bienes en legados, en 

cuyo caso la sucesión legal sólo funciona con respecto a los bienes de 

que no dispuso. 

La declaración judicial de herederos por sucesión total o parcialmente 

intestada no impide al preterido por la declaración haga valer los 

derechos que le confiere el Artículo 664.  



Órdenes sucesorios 

Artículo 816.-  

Son herederos del primer orden, los hijos y demás descendientes; del 

segundo orden, los padres y demás ascendientes; del tercer orden, el 

cónyuge o, en su caso, el integrante sobreviviente de la unión de 

hecho; del cuarto, quinto y sexto órdenes, respectivamente, los 

parientes colaterales del segundo, tercer y cuarto grado de 

consanguinidad. 

El cónyuge o, en su caso, el integrante sobreviviente de la unión de 

hecho también es heredero en concurrencia con los herederos de los 

dos primeros órdenes indicados en este artículo.” 

- Código Procesal Civil 

Título Preliminar: 

Artículo I.- Toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con 

sujeción a un debido proceso. 

Artículo III  Fines del proceso e integración de la norma procesal 

El Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es 

resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas 

con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos sustanciales, 

y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia. 

En caso de vacío o defecto en las disposiciones de este Código, se 

deberá recurrir a los principios generales del derecho procesal y a la 

doctrina y jurisprudencia correspondientes, en atención a las 

circunstancias del caso. 

 

Principios de Inmediación, Concentración, Economía y Celeridad 

Procesales.  



Artículo V.- Las audiencias y la actuación de medios probatorios se 

realizan ante el Juez, siendo indelegables bajo sanción de nulidad. Se 

exceptúan las actuaciones procesales por comisión. 

El proceso se realiza procurando que su desarrollo ocurra en el menor 

número de actos procesales. 

El Juez dirige el proceso tendiendo a una reducción de los actos 

procesales, sin afectar el carácter imperativo de las actuaciones que 

lo requieran. 

La actividad procesal se realiza diligentemente y dentro de los plazos 

establecidos, debiendo el Juez, a través de los auxiliares bajo su 

dirección, tomar las medidas necesarias para lograr una pronta y 

eficaz solución del conflicto de intereses o incertidumbre jurídica 

Artículo VII  Juez y Derecho 

El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque 

no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin 

embargo, no puede ir más allá del petitorio ni fundar su decisión en 

hechos diversos de los que han sido alegados por las partes. 

Artículo X Principio de Doble instancia 

El proceso tiene dos instancias, salvo disposición legal distinta. 

Medios probatorios 

Artículo 188° Finalidad 

Los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos 

expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los 

puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones. 

Artículo 197° Valoración de la prueba 

Todos los medios probatorios son valorados por el Juez en forma 

conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la 

resolución sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y 

determinantes que sustentan su decisión. 



Contestación y reconvención. 

Artículo 442.- Requisitos y contenido de la contestación a la demanda.  

Al contestar el demandado debe: 

1. Observar los requisitos previstos para la demanda, en lo que 

corresponda. 

2. Pronunciarse respecto de cada uno de los hechos expuestos en la 

demanda. El silencio, la respuesta evasiva o la negativa genérica 

pueden ser apreciados por el Juez como reconocimiento de verdad de 

los hechos alegados.  

3. Reconocer o negar categóricamente la autenticidad de los 

documentos que se le atribuyen, o aceptar o negar, de igual manera, 

la recepción de documentos que se alega le fueron enviados. El 

silencio puede ser apreciado por el Juez como reconocimiento o 

aceptación de recepción de los documentos.  

4. Exponer los hechos en que fundamenta su defensa en forma 

precisa, ordenada y clara. 

5. Ofrecer los medios probatorios; y  

6. Incluir su firma o la de su representante o de su apoderado, y la del 

Abogado. El Secretario respectivo certifica la huella digital del 

demandado analfabeto. 

Desalojo.  

Artículo 585.-Procedimiento. 

La restitución de un predio se tramita con arreglo a lo dispuesto para 

el proceso sumarísimo y las precisiones indicadas en este 

Subcapítulo.  

Procede a decisión del demandante, el acumular la pretensión de pago 

de arriendo cuando el desalojo se fundamenta en dicha causal.  



Si no opta por la acumulación, el demandante podrá hacer efectivo el 

cobro de los arriendos en el proceso ejecutivo de acuerdo a su 

naturaleza. Cuando el demandante opte por la acumulación del pago 

de arriendos al desalojo, queda exceptuado el requisito previsto en el 

inciso 3) del artículo 85 de este Código”. 

Sujetos activo y pasivo en el desalojo. 

Artículo 586.- Pueden demandar:  

El propietario, el arrendador, el administrador y todo aquel que, salvo 

lo dispuesto en el Artículo 598, considere tener derecho a la restitución 

de un predio. Pueden ser demandados: el arrendatario, el sub-

arrendatario, el precario o cualquier otra persona a quien le es exigible 

la restitución. 

 

Apelación 

Artículo 364° Objeto 

El recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional 

superior examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la 

resolución que les produzca agravio, con el propósito de que sea 

anulada o revocada, total o parcialmente. 

Artículo 365° Procedencia 

Procede apelación: 

1.- Contra las sentencias, excepto las impugnables con recurso de 

casación y las excluidas por convenio entre las partes; 

2.- Contra los autos, excepto los que se expidan en la tramitación de 

una articulación y los que este Código excluya; y 

3.- En los casos expresamente establecidos en este Código. 

Artículo 366° Fundamentación del agravio 



El que interpone apelación debe fundamentarla, indicando el error de 

hecho o de derecho incurrido en la resolución, precisando la 

naturaleza del agravio y sustentando su pretensión impugnatoria. 

Artículo 367° Admisibilidad e improcedencia 

La apelación se interpone dentro del plazo legal ante el Juez que 

expidió la resolución impugnada, acompañando el recibo de la tasa 

judicial respectiva cuando ésta fuera exigible. 

La apelación o adhesión que no acompañen el recibo de la tasa, se 

interpongan fuera del plazo, que no tengan fundamento o no precisen 

el agravio, serán de plano declaradas inadmisibles o improcedentes, 

según sea el caso. 

Para los fines a que se refiere el Artículo 357, se ordenará que el 

recurrente subsane en un plazo no mayor de cinco días, la omisión o 

defecto que se pudiera advertir en el recibo de pago de la tasa 

respectiva, en las cédulas de notificación, en la autorización del 

recurso por el Letrado Colegiado o en la firma del recurrente, si tiene 

domicilio en la ciudad sede del órgano jurisdiccional que conoce de la 

apelación. De no subsanarse la omisión o defecto, se rechazará el 

recurso y será declarado inadmisible. 

Si el recurrente no tuviera domicilio procesal en la ciudad sede del 

órgano jurisdiccional que conoce de la apelación, tramitará la causa 

de manera regular y será el Juez quien ordene la correspondiente 

subsanación del error. 

El superior también puede declarar inadmisible o improcedente la 

apelación, si advierte que no se han cumplido los requisitos para su 

concesión. En este caso, además, declarará nulo el concesorio. 

Artículo 378° Actos contra la sentencia expedida en segunda instancia 

Contra las sentencias de segunda instancia sólo proceden el pedido 

de aclaración o corrección y el recurso de casación, siempre que se 

cumplan los requisitos de forma y fondo para su admisión. 

Casación 



Artículo 384° Fines de la casación 

El recurso de casación tiene por fines la adecuada aplicación del 

derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia 

nacional por la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 386° Causales 

El recurso de casación se sustenta en la infracción normativa que 

incida directamente sobre la decisión contenida en la resolución 

impugnada o en el apartamiento inmotivado del precedente judicial. 

                 Saneamiento Del Proceso 

Artículo 465° Saneamiento del proceso 

Tramitado el proceso conforme a esta SECCIÓN y atendiendo a las 

modificaciones previstas para cada vía procedimental, el Juez, de 

oficio y aun cuando el emplazado haya sido declarado rebelde, 

expedirá resolución declarando: 

1.- La existencia de una relación jurídica procesal válida; o, 

2.- La nulidad y consiguiente conclusión del proceso por invalidez 

insubsanable de la relación, precisando sus defectos; o, 

3.- La concesión de un plazo, si los defectos de la relación fuesen 

subsanables, según lo establecido para cada vía procedimental. 

Subsanados los defectos, el Juez declarará saneado el proceso por 

existir una relación procesal válida. En caso contrario, lo declarará nulo 

y consiguientemente concluido. 

La resolución que declara concluido el proceso o la que concede plazo 

para subsanar los defectos, es apelable con efecto suspensivo. 

Ley Orgánica del Poder Judicial 

Potestad de administrar justicia. - 

Artículo 1º La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 

ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con 



sujeción a la Constitución y a las leyes. No existe ni puede instituirse 

jurisdicción alguna independiente del Poder Judicial, con excepción de 

la arbitral y la militar. 

Tutela jurisdiccional y debido proceso 

Artículo 7º En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona 

goza de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un debido 

proceso. Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de 

justicia, promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y 

funcionamiento adecuados para tal propósito. 

Artículo 12º Motivación de resoluciones 

Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son 

motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos 

en que se sustentan. Esta disposición alcanza a los órganos 

jurisdiccionales de segunda instancia que absuelven el grado, en cuyo 

caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, 

no constituye motivación suficiente. 

3.2.  DOCTRINA  

3.2.1 La teoría de la sucesión mortis causa: 

(Jara Quispe, 2018) Fundamenta la sucesión mortis causa y la divide 

en seis teorías: 

La presunta aceptación está contemplada en el código civil mediante 

unos plazos a nivel nacional e internacional. Sin embargo, para 

muchos autores esa norma hace que los herederos confundan la 

aceptación de la herencia.  

Según el autor, las características de la aceptación y de la renuncia de 

herencia son: “La aceptación es total y no parcial, incondicional, no 

está sujeta a término o plazo, irrevocable, los efectos se retrotraen al 

momento de apertura de sucesión.  

La renuncia a la herencia a comparación de la aceptación, no se 

presume sino debe ser declarado expresamente mediante el plazo 

correspondiente y en consideración de las excepciones. 



3.2.2 Características de la propiedad: 

La propiedad presenta las siguientes características (Varsi Rospigliosi, 

Propiedad y Derechos Reales, 2019):  

a) Derecho real; La propiedad es un derecho real típico, el primero de 

todos, aunque cronológicamente, como hemos indicado, surgió 

primero la posesión. La propiedad se vincula con la posesión como 

factum. 

b) Exclusiva; Esta característica se da en razón de que un bien solo 

puede pertenecer exclusiva y simultáneamente a una sola 

persona. Los terceros no pueden ejercer dominios que no le 

corresponden. La propiedad de un bien es de una sola persona, no 

puede pertenecer a más de una; en todo caso, cuando es de 

varias, le corresponde a cada cual una parte alícuota, dado que no 

pueden identificar de forma material su derecho sobre el objeto, 

todo no puede pertenecer a uno. 

La regla es que sea el propietario quien usa el bien (núcleo 

positivo) y pueda excluir a terceros del contacto con el mismo 

(núcleo negativo); la excepción es que el tercero se beneficie de 

un bien que no es suyo o pueda entrar en contacto con él. 

c) Absoluta; Algunos la llaman ilimitada, indeterminada o soberana. 

Esta característica debe ser entendida no en el sentido literal de la 

palabra –absoluto–, sino como aquello que permite:  

- Un señorío pleno sobre el bien. 

- Lo absoluto determina su carácter erga omnes (oponible a 

terceros) y el ius persequendi (perseguir el bien dónde y con 

quién esté) 

- Inviolable; inviolabilidad significa que ni el Estado ni los 

particulares pueden dañarla, turbarla, desconocerla o 

desintegrarla, ya que esto configuraría una anulación o alteración 

del derecho de propiedad. 

- Interés social; conocido también como la función social Debe 

determinarse el papel, el uso y la utilidad a la propiedad. Es el fin 

de la propiedad, lo que se conoce también como funcionalización. 



- Perpetua Semel dominus, semper dominus; una vez dueño, 

siempre dueño. A diferencia de la vida del hombre, la propiedad 

no es temporal. Su duración es ilimitada. 

 

3.2.3 Buena fe: 

Según (Avendaño V., 1982)  Menciona expresamente, 

“Creemos que en el Código Civil peruano la buena fe tiene un 

sustento psicológico porque ella se basa en la creencia 

equivocada del poseedor. No hay una actitud moral, sino tan 

solo la representación mental equivocada de una determinada 

situación de hecho. No hay que confundir, sin embargo, la 

buena fe con el animus domini que ya hemos examinado 

anteriormente. Mientras que la buena fe es una creencia 

equivocada, el animus domini es una intención, un acto volitivo 

del poseedor, consistente en no reconocer a otra persona como 

propietario del bien. El animus domini es una actitud, un 

comportamiento, a pesar de la plena conciencia que el 

poseedor pueda tener respecto de su verdadera condición”.     

En ese contexto cabe precisar que, “La obligación a cargo de 

todas las personas distintas a las del titular es la de respetar el 

derecho de este último y abstenerse de perturbarlo. Es una 

obligación pasiva. El sujeto pasivo de esta relación obligacional 

es así limitado e indeterminado en su número” (Avendaño 

Valdez & Avendaño Arana, 2017) 

 

3.2.4 Característica probatoria de la propiedad: 

 

(Mejorada C., 2013) “El fundamento desarrollado por Ihering es 

claramente atemporal y útil especialmente para nuestra 

realidad. En el Perú existen dificultades probatorias de la 

propiedad y otros derechos, y seguramente existirán por mucho 

tiempo más debido a la informalidad y a las imperfecciones de 

nuestro sistema registral. En nuestro país existe un enorme 

porcentaje de predios cuyos propietarios no cuentan con títulos 

que los acrediten como tales. No me refiero a los llamados 

Pueblos Jóvenes o Asentamientos Humanos, sino a los predios 



rurales y a algunos bienes ubicados en sectores marginales, en 

los que los poseedores son normalmente propietarios, pero no 

cuentan con documentos y registro de sus titularidades. El 

excesivo costo de la legalidad ha sido la causa principal de que 

los propietarios y otros titulares permanezcan únicamente en la 

esfera de la apariencia: la esfera de la posesión. Mientras 

dichas dificultades no se superen la posesión cumple un rol 

fundamental para nuestros propietarios, pues no solo es un 

sustituto ocasional para la prueba de la propiedad, sino en 

muchos casos la única forma de ejercer el dominio 

pacíficamente”. 

 

3.2.5 Precario: 

(Risco Sotil, 2016) Un sector considera que el precario es una 

especie de poseedor inmediato, en tanto hay una relación de 

precariedad entre el concedente y el precario basada en un 

título social, que le permite a este último poseer el bien por mera 

tolerancia o liberalidad. Esta postura asocia al precario del 

artículo 911 del Código Civil con la figura del precario romano, 

que hacía referencia a una persona a la que se le permitía 

ocupar un inmueble por un tiempo indeterminado y que tenía 

que devolverlo a su propietario apenas este así se lo exigiera. 

 

3.2.6 El Cuarto Pleno Casatorio Civil: 

(Risco Sotil, 2016) Señala las siete reglas vinculantes y sobre 

las    cuales da su  punto de vista. 

La primera regla señala lo siguiente:  

“Una persona tendrá la condición de precaria cuando ocupe un 

inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, o cuando 

dicho título no genere ningún efecto de protección para quien lo 

ostente, frente al reclamante, por haberse extinguido el mismo” 

(énfasis agregado).  

En esta primera regla se define al precario. Se manifiesta que 

un poseedor precario será aquel que ocupe un inmueble ajeno, 



sin pagar renta y sin título para ello. En términos generales, esta 

definición va acorde con la prevista en el Código Civil. Sin 

embargo, consideramos que el hecho de pagar o no la renta no 

es una característica esencial del concepto de precario. 

La Corte Suprema estableció como segunda regla la siguiente:  

“Cuando se hace alusión a la carencia de título o al fenecimiento 

del mismo, no se está refiriendo al documento que haga alusión 

exclusiva al título de propiedad, sino a cualquier acto jurídico 

que le autorice a la parte demandada a ejercer la posesión del 

bien, puesto que el derecho en disputa no será la propiedad 

sino el derecho a poseer” (énfasis agregado). 

Esta regla es muy importante y marca el espectro de protección 

del proceso de desalojo. Acá no está en juego la propiedad (no 

se tiene que acreditar ser dueño del bien para acceder a la parte 

activa de este juicio) y es un error entender el Cuarto Pleno 

Casatorio como un precedente vinculante acerca del dominio y 

sus mecanismos de protección. No existe aquí necesariamente 

una rivalidad que vincule a un propietario no poseedor contra 

un poseedor no propietario (como sí ocurre en materia de 

acción reivindicatoria – artículo 927 del Código Civil, sino lo que 

está en discusión es quién tiene mejor derecho a poseer. Se 

analizará entonces el título que habilita a la posesión en cada 

una de las posiciones encontradas (demandante y demandado) 

y en función de ello se resolverá la controversia.  

Por la razón anterior es que el proceso de desalojo está al 

alcance del arrendatario, usufructuario o de cualquier poseedor 

inmediato del bien (artículo 905 del Código Civil). No debe 

asociarse exclusivamente con el derecho de propiedad.  

La tercera regla establecida por el Cuarto Pleno Casatorio es la 

siguiente:  

“Interpretar el artículo 585 del Código Procesal Civil en el 

sentido de que por ‘restitución’ del bien se debe entender como 

entrega de la posesión que protege el artículo 911 del Código 



Civil, para garantizar al sujeto a quien corresponde dicho 

derecho a ejercer el pleno disfrute del mismo, 

independientemente de que es propietario o no” (énfasis 

agregado). 

El Cuarto Pleno Casatorio zanja esta defensa exageradamente 

formal y establece que la restitución a la que se refiere el 

artículo 585 del Código Procesal Civil debe entenderse, para 

efectos del proceso de desalojo, como un pedido genérico de 

entrega de la posesión que le corresponde, como es natural, al 

titular del derecho a poseer. Nótese que no es necesario que 

exista un vínculo previo entre el demandante y el demandado 

para que nazca este deber de restitución, el cual no tiene un 

origen convencional, sino que es esencialmente legal.  

La cuarta regla es la que sigue:  

“Establecer conforme el artículo 586 del Código Procesal Civil, 

que el sujeto que goza de legitimación para obrar activa no solo 

puede ser el propietario, sino también el administrador y todo 

aquel que considere tener derecho a la restitución de un predio. 

Por otra parte, en lo que atañe a la legitimación para obrar 

pasiva se debe comprender dentro de esa situación a todo 

aquel que ocupa el bien sin acreditar su derecho a permanecer 

en el disfrute de la posesión, porque nunca lo tuvo o el que tenía 

feneció”. 

La cuarta regla del precedente permite identificar con claridad 

quiénes son los sujetos que cuentan con legitimidad en el 

proceso de desalojo. Nuevamente se identifica las dos 

posiciones que deben ser evaluadas por los jueces: el 

demandante, quien debe probar tener un título que le permita 

poseer el bien que no ocupa (todo aquel que ostente un derecho 

a la restitución del predio - derecho a la posesión); y el 

demandado, quien debe acreditar que su posesión actual está 

amparada en un título vigente (debe acreditar que no hay 

ausencia de título o que su título no ha fenecido). 



La quinta regla del Cuarto Pleno Casatorio contiene una 

enunciación de ciertas situaciones comunes de precariedad. 

Formula casos que han sido conocidos por la judicatura y da 

pautas para su solución, sin establecer una lista taxativa de los 

supuestos de precariedad. Estos son los siguientes: 

a) Cuando el ocupante es parte de un contrato que ha quedado 

resuelto extrajudicialmente (artículos 1429 y 1430 del Código 

Civil), siempre que para la resolución se haya cumplido con el 

procedimiento formal previsto en la ley y en el mismo contrato. 

En este caso, el título fenece (pierde eficacia conforme al 

artículo 1371 del Código Civil(9)) y, por ende, el ocupante tiene 

la condición de precario. Puede ser el caso, por ejemplo, de la 

resolución de un contrato de compraventa a plazos. Ante el 

incumplimiento del contrato y posterior resolución, el comprador 

ocupante se convierte en precario para efectos de la ley.  

Adviértase que en estos casos el juez no debe pronunciarse 

sobre la resolución contractual ni respecto de las condiciones 

que ameritaron el ejercicio de dicha tutela. Solo debe evaluar 

los hechos y determinar quién tiene mejor derecho a poseer, 

según las circunstancias que hayan sido probadas por las 

partes. Es un pre examen de la situación que no impide que la 

discusión sobre la resolución contractual se presente en otro 

proceso. Si los argumentos y pruebas aportados por el 

demandante no le generan convicción, el juez puede resolver 

declarando la infundabilidad de la demanda. No debe optar por 

su improcedencia.  

b) Cuando el poseedor tiene un contrato de arrendamiento ya 

vencido con el propietario y este ha expresado su voluntad 

indubitable de concluir la relación exigiendo la devolución del 

bien, de conformidad con los artículos 1700 y 1704 del Código 

Civil(10). Se precisa que el solo vencimiento del contrato no 

convierte al arrendatario en precario, sino que para verificarse 

dicha condición es necesario el requerimiento del arrendador, 



de lo contrario se entenderá la continuación del alquiler hasta 

que ello no suceda.  

c) Cuando el título del poseedor esté inmerso en una causal de 

invalidez absoluta y esta sea evidente, conforme a los artículos 

219 y 220 del Código Civil. Es el caso, por ejemplo, que durante 

el trámite del proceso de desalojo el juez advierte que el título 

posesorio adolece de simulación absoluta o hubiera sido 

practicado por persona absolutamente incapaz.  

El Cuarto Pleno Casatorio establece que el juez no puede aquí 

declarar la nulidad del acto jurídico, sino considerará esta 

circunstancia para efectos de declarar fundada o infundada la 

demanda de desalojo, analizando la nulidad en la parte 

considerativa de la sentencia. Esta regla ha sido modificada por 

el Noveno Pleno Casatorio, el cual señala lo siguiente:  

“8. Se modifica el precedente vinculante contenido en el punto 

5.3. del Cuarto Pleno Casatorio Civil (Casación No. 2195-2011-

Ucayali) de fecha trece de agosto de dos mil doce, debiéndose 

entender en lo sucesivo que: Sien el trámite de un proceso de 

desalojo, el Juez advierte la invalidez absoluta y evidente del 

título posesorio, conforme lo prevé el artículo 220 del Código 

Civil, previa promoción del contradictorio entre las partes, 

declarará dicha situación en la parte resolutiva de la sentencia 

y, adicionalmente, declarará fundada o infundada la demanda 

de desalojo, dependiendo de cuál de los títulos presentados por 

las partes es el que adolece de nulidad manifiesta”.  

d) Cuando el ocupante posee un bien en virtud de un contrato 

de arrendamiento no inscrito y se produce la venta del predio. 

Frente al nuevo dueño el poseedor se transforma en precario 

(no tiene un título emitido por el titular actual del bien que 

justifique su presencia en el predio; se trata de un supuesto de 

ausencia de título), salvo aquel se comprometa a respetar el 

arrendamiento pactado entre el antiguo propietario y el 

arrendatario, conforme lo establece el artículo 1708 del Código 

Civil(11).  



e) Cuando el poseedor alega haber realizado edificaciones o 

modificaciones sobre elbuena o mala fe. El Cuarto Pleno 

Casatorio señala con acierto que en este caso lo único que 

debe ser evaluado por el juez es el derecho a poseer del 

demandante, puesto que las obras ejecutadas por el ocupante 

y la consecuencia legal de su edificación en el predio deben ser 

evaluadas en otro proceso a la luz de los artículos 941, 942 y 

943 del Código Civil(12). Con ello se deja por sentado que la 

presencia de obras no son un obstáculo legal para evaluar el 

desalojo(13), el cual debe proceder con prescindencia de las 

edificaciones.  

f) Cuando el poseedor alega haber ganado el derecho de 

propiedad por prescripción adquisitiva (artículo 950 del Código 

Civil(14)), pero no exhibe prueba que acredite este hecho 

jurídico. Así, la mera alegación de prescripción no es suficiente 

para desestimar la pretensión de desalojo o para declarar su 

improcedente. El juez nuevamente aquí tiene que realizar un 

pre examen de la situación puesta a su conocimiento, sin que 

ello implique que declare o niegue la usucapión.  

Los supuestos descritos fueron desarrollados por el Cuarto 

Pleno Casatorio porque eran los más frecuentes en la 

jurisprudencia peruana. Reiteramos: se trata de una lista 

enunciativa y no taxativa, por lo cual pueden presentarse 

muchos más supuestos de precariedad, los cuales deben ser 

desentrañados en función de los elementos básicos de esta 

figura legal (primera regla)(15).  

Al establecer los supuestos de precariedad, la Corte Suprema 

ha buscado evitar que los precarios se aprovechen 

indebidamente del sistema para retrasar u obstaculizar el 

desalojo. El objetivo, en definitiva, está dirigido a generar una 

tutela rápida para todo aquel que tenga derecho a la posesión. 

Nótese que ello no implica que se deje sin protección a aquel 

que adquirió la propiedad por prescripción adquisitiva, por 

ejemplo, sino que se concluye que, en estos casos, la discusión 



respecto al derecho de propiedad podrá ser resuelta en un 

proceso posterior. Del mismo modo ocurrirá en los demás 

casos. No hay indefensión, sino una tutela anticipada en razón 

de la urgencia de los intereses en juego. Se prefiere pues darle 

la posesión del bien a quien tiene derecho a él, dejando que las 

materias más complejas sean analizadas en juicios de mayor 

duración y trámite.  

Siguiendo con el análisis del Cuarto Pleno Casatorio, la sexta 

regla establece lo siguiente: 

“En todos los casos descritos, el juez del proceso no podrá 

expedir una sentencia inhibitoria, sino que deberá pronunciarse 

sobre el fondo de la materia controvertida, en el sentido de que 

corresponda, conforme a los hechos y la valoración de las 

pruebas aportadas”.  

Esta sexta regla nos permite observar el criterio que sirvió de 

base para el pronunciamiento de los magistrados. La finalidad 

del pleno es clara y está orientado a brindar una protección 

eficaz al derecho a la posesión y a que los jueces, en todos los 

casos, se pronuncien sobre esta titularidad, que es lo que 

realmente debe ocurrir en el proceso de desalojo. Existe ahora 

una prohibición a la inhibición que esperemos se produzca en 

la práctica judicial. Todos los jueces deben pronunciarse sobre 

el fondo del asunto controvertido, en función de la información 

y pruebas aportadas al proceso.  

Finalmente, la séptima y última regla del Cuarto Pleno Casatorio 

es la siguiente:  

“En lo que concierne a lo dispuesto por el artículo 601 del 

Código Procesal Civil, cuando ya ha prescrito el plazo para 

interponer la pretensión interdictal, el accionante no podrá optar 

por recurrir al desalojo para lograr la recuperación del bien”. 

3.2.7 Desalojo: 

(Condori Sánchez, 2021) En el Perú, el procedimiento de 

desalojo se encuentra regulado detalladamente entre los 



artículos 585 a 596 del Código Procesal Civil, en su Título III, 

Procesos Sumarísimos, Sección Quinta. 

- Desalojo por vencimiento de contrato: En este proceso tiene 

como fundamento la existencia de un contrato a plazo 

determinado. El Cuarto Pleno Casatorio Civil señala que si el 

arrendatario que ocupa un bien inmueble con contrato vencido 

es requerido por parte del arrendatario para su restitución, se 

convierte en un poseedor precario, por ello, la competencia 

para conocer este tipo de procesos se traslada a los juzgados 

especializados civiles. 

-Desalojo por falta de pago: 

Al respecto, el artículo 1697° del Código Civil establece un 

plazo de dos meses y quince días, salvo acuerdo en contrario, 

si el arrendatario no ha pagado la renta. 

 

Los artículos 585°, y 591° del Código Procesal Civil regulan el 

proceso de desalojo por falta de pago. El primero indica que se 

puede acumular la pretensión de pago de arriendos cuando el 

desalojo se fundamenta en dicha causal. Y el segundo artículo 

señala que si el desalojo se sustenta en la causal de falta de 

pago o vencimiento del plazo, sólo es admisible el documento, 

la declaración de parte y la pericia, en su caso. 

 

En caso del arrendatario moroso, es viable la causal de 

desalojo por falta de pago, caso contrario se limitaría, sin 

alguna justificación, una vía más eficaz para poder tener 

celeridad en este tipo de procesos. 

-Desalojo derivado de contrato con cláusula de allanamiento 

futuro 

La cláusula de allanamiento futuro en los contratos de 

arrendamiento constituye la mejor opción para recuperar con 

mayor rapidez el inmueble arrendado, según el Pleno 

Jurisdiccional Nacional Civil y Procesal Civil del año 2017. 

 

La “Cláusula de allanamiento a futuro” debe estar estipulada. 



Las firmas de los contratantes deben encontrarse legalizadas 

ante un notario público. 

De esta manera, se podrá interponer el proceso de desalojo sin 

necesidad de recurrir a la conciliación previa, y se tramitará a 

través de un proceso especial. 

-Desalojo conforme a lo regulado por el Decreto Legislativo 

1177: 

El Decreto Legislativo 1177, que establece el Régimen de 

Promoción del Arrendamiento para Vivienda, regula el proceso 

de desalojo a través de la vía del proceso único de ejecución. 

 

También, indica la disposición respecto de los efectos de la 

apelación de sentencia, la misma que se concederá sin efecto 

suspensivo. 

 

Cabe recordar que, los procesos de ejecución exigen 

previamente la existencia de un título ejecutivo establecido por 

ley y que sirva de base para que un acreedor pueda hacer 

efectivo sus derechos de cobro. 

 

-Desalojo por ocupación precaria (Considerando el IV Pleno 

Casatorio Civil) : 

 

Con respecto a los supuestos de posesión precaria, el Cuarto 

Pleno Casatorio Civil, Casación 2195-2011, Ucayali, señala 

que: 

 

«5.2. Será caso de título de posesión fenecido, cuando se 

presente el supuesto previsto por el artículo 1704 del Código 

Civil, puesto que con el requerimiento de la devolución del 

inmueble se pone de manifiesto la voluntad del arrendador de 

poner fin al contrato. No constituirá un caso de título fenecido el 

supuesto contemplado por el artículo 1700 del Código Civil, 

dado que el solo vencimiento del contrato de arrendamiento no 

resuelve el contrato sino que, por imperio de la Ley, se asume 

la continuación del mismo hasta que el arrendador le requiera 



la devolución del bien. Dada esta condición, recién se puede 

asumir que el poseedor ha pasado a constituirse en poseedor 

precario por fenecimiento de su título». 

 

En caso de que exista un requerimiento notarial, el arrendador 

puede optar por esta causal y presentar su demanda de 

desalojo por ocupación precaria ante el Juzgado Especializado 

Civil, con la opción que el mismo pueda llegar hasta la Corte 

Suprema. 

 

3.2.8 Titulo posesorio; 

Si bien es correcto afirmar que el titulo de la posesión puede 

estar referido al acto jurídico que constituye la causa de 

derecho posesorio;(…) que el titulo que da sustento a la 

posesión y que la justicia jurídicamente, puede estar referido no 

a la manifestación de voluntad de determinada persona, acto 

jurídico, aino a fuente distinta, como la ley o un hecho o 

acontecimiento jurídico que de modo válido justifica prima facie 

en algunos casos de modo temporal, el ejercicio del derecho 

posesorio de una persona. (Lama More, 2008) 

 

3.2.9 Restitución del bien; El desalojo por precario tal como se viene 

tratando en la jurisprudencia no es netamente un desalojo, es 

decir, se ha desnaturalizado una figura jurídica que nació para 

que el poseedor mediato pueda recuperar la posesión 

(restitución) de la persona a la que se le cedió previamente 

(poseedor inmediato). Asi, todo es sencillo cuando se entiende 

al desalojo como una restitución de la posesión, esto es, 

cuando se lo define como una acción que protege al poseedor 

mediato. (Pesantes Escobar, 2016) 

 

3.2.10 Legitimidad de la posesión 

 

 

Nuestra norma sustantiva carece de una regulación que 

contenga el concepto de la posesión legítima, como sucede en 



el derecho civil (…) Sin embargo, tratándose de un tipo de 

posesión por su origen, es fácil advertir la posesión legitima no 

es otra como refiere el profesor Avendaño, que una posesión 

arreglada a derecho. 

No existe en la norma sustantiva definición alguna sobre la 

posesión ilegitima de mala fe; no obstante, se infiere que se 

trata de la posesión que se ejerce por quien conoce 

perfectamente de la ilegitimidad o invalidez de su título 

posesorio o que es perfectamente consciente de que posee el 

bien sin título alguno, o con un título manifiestamente inválido o 

no inoponible al que de cuenta son derecho inscrito. Dentro de 

este grupo se ubica precisamente el poseedor precario quien 

según el artículo 911 de la norma sustantiva civil, es quien 

ejerce posesión de un bien sin contar con título posesorio 

alguno, sea porque nunca lo tuvo o porque el que tenía feneció, 

(Lama More, 2008) 

 

3.3.  JURISPRUDENCIA  

La Corte Suprema de Justicia de la República, ha establecido lo 

siguiente: 

1. 003356-2015 Cusco- Sala Civil Transitoria  

Se encuentra establecido como doctrina jurisprudencial vinculante en 

los casos descritos en el Cuarto Pleno Casatorio Civil, que el Juez del 

proceso no podrá expedir una sentencia inhibitoria sino que deberá 

pronunciarse sobre el fondo de la materia controvertida, en el sentido 

que corresponda, acorde a los hechos y valoración de las pruebas 

aportadas (Casación, 2015). 

2. Casación 2160-2004, Arequipa 

Que la acción de reivindicación, debe entenderse como la potestad 

inherente del propietario para restituirá su dominio un bien de su 

propiedad; la acción reivindicatoría reclama con justo derecho la 

restitución del bien indebidamente poseído por una tercera persona 

que carece de título legítimo y/o aparente y/o incompleto para poseerlo 



o para tener justo derecho sobre él, consecuentemente, por esta 

acción se protege el derecho real más completo y perfecto que el 

dominio, por ella se reclama no sólo la propiedad sino también la 

posesión. Por tanto, es consecuencia de la reivindicación de un bien 

inmueble el que se le haga entrega del mismo, para lo cual deben los 

vencidos hacer la desocupación y entrega del predio. 

 

Por su lado, el desalojo, es aquél que tiene por objeto una pretensión 

tendiente a recuperar el uso y goce de un bien inmueble que se 

encuentra ocupado por quién carece de titulo para ello, ya sea por 

tener una obligación exigible de restituir o por revestir el carácter de 

simple intruso; sólo implica la invocación por parte del actor, de un 

derecho personal a exigir la restitución del bien, de manera que no 

puede discutirse controversia o decisión respecto al derecho de 

propiedad o de posesión que puedan arrogarse las partes (Casación, 

2014) 

 

3. Casación 2195-2011, Ucayali 

Siendo así, se limitará a establecer si ha surgido en él la convicción de 

declarar el derecho de poseer a favor del demandante. De declararse 

fundada la demanda de desalojo por precario, en nada afecta lo que 

se vaya a decidir en otro proceso donde se tramite la pretensión de 

usucapión, puesto que el usucapiente tendrá expedito su derecho para 

solicitar la inejecución del mandato de desalojo o en todo caso para 

solicitar la devolución del inmueble. (Casación, 2011) 

4 Casación 4373-2015, Junín 

Fundamento destacado: Décimo primero.- De lo antes precisado, se 

colige que la instancia de mérito no ha infringido el artículo 911 del 

Código Civil, por cuanto, tal como se expresa en la norma y como lo 

ha interpretado la Corte Suprema en el IV Pleno Casatorio en lo Civil, 

la parte demandada debe acreditar tener título que justifique su 

posesión en el bien, no siendo suficiente la mera alegación de haber 



iniciado un proceso de nulidad de acto jurídico en contra de la 

demandante; toda vez que para ser valorada la nulidad, ésta debe 

estar sustentada en causales evidentes y absolutas, conforme lo 

indica el citado Pleno Casatorio, lo que no sucede en el caso de autos, 

en el que se denuncia causales de nulidad que son materia de 

probanza y respecto de un acto jurídico en el que interviene una 

persona iletrada con la concurrencia del testigo acorde a ley; más aun 

si viene siendo materia de un proceso judicial (Expediente N° 1154-

2014); siendo así, la infracción normativa material invocada también 

debe ser desestimada. (Casación, 2015) 

5. Casación 3702-2016, Tacna 

Sumilla.- Desalojo por ocupación precaria: El artículo 911 del Código 

Civil señala que la posesión precaria es aquella que se ejerce sin título 

alguno o cuando el que se tenía ha fenecido; por ende, para que 

prospere la acción es necesaria la existencia indispensable de tres 

presupuestos: a) que el actor acredite plenamente ser titular de 

dominio del bien inmueble cuya desocupación solicita; b) que se 

acredite la ausencia de relación contractual alguna entre el 

demandante y el emplazado; y, c) que para ser considerado precario 

debe darse la ausencia absoluta de cualquier circunstancia que 

justifique el uso y disfrute del bien por la parte emplazada. (Casación, 

2016) 

6. Casación 225-2016, Lima 

Sumilla: Desalojo por Ocupación Precaria.- Constituye motivación 

insuficiente indicar que la accionante no ostenta legitimación para 

incoar la demanda de desalojo por ocupante precario, por cuanto el 

inmueble sub litis cuenta con un titular registral, sin analizar 

previamente los alcances del Cuarto Pleno de Casación Nº 2195-

2011-Ucayali, de observancia obligatoria, y a partir de ello determinar 

si efectivamente ostenta o no legitimación para demandar. Artículo 139 

inciso 5) de la Constitución Política del Estado. (Casación, 2016) 

7. Casación 3417-2015, Del Santa 



Sumilla: Se aplica el criterio del IV Pleno Casatorio Civil de la Corte 

Suprema (Casación N° 2195-2011/Ucayali), debiendo la Sala Superior 

analizar debidamente los criterios dispuestos por el mencionado 

Pleno, sobre desalojo por ocupación precaria, el cual constituye 

doctrina jurisprudencial establecida como vinculante para los jueces 

de la República, de conformidad con el artículo 400 del Código 

Procesal Civil, a fin de determinar si existe cualquier acto jurídico que 

autorice a su ocupante a ejercer la posesión del bien. (Casación, 2015) 

8. Casación 2129-2017, Lima Norte 

Fundamento destacado: Sexto. Que en cuanto a la denuncia 

contenida en el ítem B) del numeral 3 de la presente resolución, 

referente a la infracción normativa del artículo 326 del Código Civil, 

que regula la unión de hecho. Al respecto y como se ha analizado en 

el fundamentos cuarto, se advierte de autos que lo alegado por el 

demandado sobre la supuesta convivencia con la actual demandante 

no ha sido debidamente acreditado, máxime si el referido demandado 

ha iniciado un proceso de declaración de unión de hecho (expediente 

00310-2013-0-0901-JR-FC-04) seguido contra Dominga Fernández 

Tenicela (actual demandante), el cual le ha sido desfavorable, pues se 

ha emitido la sentencia de primera instancia de fecha nueve de marzo 

de dos mil quince que ha declarado infundada la demanda; sentencia 

que además ha sido confirmada por la Sala Civil Transitoria de la Corte 

Superior de Justicia de Lima Norte, según la página web de consulta 

de expedientes del Poder Judicial; en consecuencia su situación es la 

de ocupante precario del predio materia del desalojo por lo que debe 

desestimarse también la presente denuncia. (Casación, 2017) 

9. Casación 2521-2016, Lima Norte 

Fundamento destacado: Décimo quinto.- De lo antes precisado se 

colige que las instancias de mérito se han apartado de los lineamientos 

interpretativos establecidos en el referido Pleno Casatorio, en tanto no 

han tenido en cuenta que el demandado cuenta con un título que 

justifica su posesión, la cual es la autorización de su padre 

copropietario (según copia literal de fojas tres) con quien habita el bien; 

no siendo de aplicación el artículo 971 del Código Civil, como 



erróneamente concluye la instancia de mérito; pues dicha norma 

establece que se requiere la decisión por unanimidad de los 

copropietarios para disponer, gravar o arrendar el bien, darlo en 

comodato o introducir modificaciones en él; mas no contempla la 

posesión en relación de dependencia del titular del bien. Debiéndose 

precisar que, la aplicación del pleno casatorio no se circunscribe a la 

cita del mismo, como lo ha hecho la instancia de mérito en el numeral 

4.4 de la recurrida, sino que se determina por la aplicación de los 

criterios interpretativos para resolver el caso concreto. (Casación, 

2016) 

10. Casación 4425-2015, Lima Este 

Sumilla: Las relaciones posesorias nacidas de las relaciones familiares 

son actos de tolerancia que no configuran actos de posesión, en tanto 

el titular del bien no piensa desprenderse de su posesión. Sin 

embargo, existen circunstancias especiales, como la propia 

subsistencia de los emplazados, que obligan al juez de la causa a 

valorar los datos existentes, atendiendo a los valores supremos que 

informan la Constitución Política del Estado. Const. Arts.1, 4° y 6°, CC. 

Art. 911 y Cuarto Pleno Casatorio, Punto 61. Desalojo por ocupación 

precaria, actos de tolerancia, relaciones familiares. (Casación, 2015) 

4. DISCUSIÓN  

a) En relación con la primera pregunta secundaria, se puede dilucidar que 

existe una exclusión de la sucesión intestada al no haber incorporado a 

los demandados; ya que, el demandado asumió una vocación 

hereditaria por representación, amparado en el Artículo 681.- Por la 

representación sucesoria los descendientes tienen derecho de entrar 

en el lugar y en el grado de su ascendiente, a recibir la herencia que a 

éste correspondería si viviese, o la que hubiera renunciado o perdido 

por indignidad o desheredación.  

Además, al tener derecho a la transmisión sucesoria se dio; según el 

Artículo 660.- Desde el momento de la muerte de una persona, los 

bienes, derechos y obligaciones que constituyen la herencia se 

trasmiten a sus sucesores. Por ende, al fallecer el padre del demandado 

se genera la transmisión de herencia y en consecuencia el derecho de 



ser parte de la sucesión intestada al igual que los hermanos de los 

demandantes.  

 

b) Los demandados tienen derecho de poseer. A raíz de que “La posesión 

es el ejercicio de hecho de uno o más poderes inherentes a la 

propiedad” indicado en el Art° 896 C.C. y al haber probado en el 

presente caso ser propietarios mediante sucesión intestada y los 

trámites requeridos para tener la condición de propietarios legítimos. 

Sin embargo, en el presente proceso se evaluó la posesión de los 

demandados, razón por la cual existiría un derecho de coposesión 

mencionado en el Art° 899 del C.C. “Cuando dos o más personas 

poseen un mismo bien conjuntamente. Cada poseedor puede ejercer 

sobre el bien actos posesorios, con tal que no signifiquen la exclusión 

de los demás”. Es decir, pueden ser poseedores por el derecho que les 

otorga la ley. Empero, los demandados al estar amparados por su 

derecho de posesión, no pueden ser despojados de él. 

 

c) El Art. 664 del C.C. nos dice que, el derecho de petición de herencia 

corresponde al heredero que no posee los bienes que considera que le 

pertenecen, y se dirige contra quien los posea en todo o parte a título 

sucesorio, para excluirlo o para concurrir con él. Sin embargo, en el Art. 

815 en su último considerando señala que, la declaración judicial de 

herederos por sucesión total o parcialmente intestada no impide al 

preterido por la declaración haga valer los derechos que le confiere el 

Artículo 664. Es por ello por lo que los demandantes y los demandados 

serían propietarios legítimos del bien haciéndose valer por la sucesión 

intestada aceptada y reconocida en las atribuciones del funcionario 

público, dándole valor legal y exigible ante los terceros. 

 

 

d) Los demandados tienen vocación hereditaria desde que son llamados 

a heredar al causante y esto se encuentra regulado en el Artículo 816.- 

“Órdenes sucesorios Son herederos del primer orden, los hijos y demás 

descendientes; del segundo orden, los padres y demás ascendientes; 

del tercer orden, el cónyuge o, en su caso, el integrante sobreviviente 

de la unión de hecho; del cuarto, quinto y sexto órdenes, 



respectivamente, los parientes colaterales del segundo, tercer y cuarto 

grado de consanguinidad. El cónyuge o, en su caso, el integrante 

sobreviviente de la unión de hecho también es heredero en 

concurrencia con los herederos de los dos primeros órdenes indicados 

en este artículo.” Es decir, se encuentran expeditos de la aceptación de 

la herencia. Esta aceptación se puede dar de manera expresa porque 

“puede constar en instrumento público o privado”. Así también, “hay 

aceptación tácita si el heredero entra en posesión de la herencia o 

practica otros actos que demuestren de manera indubitable su voluntad 

de aceptar”. 

 

5. CONCLUSIONES  

a)  La restitución del bien se debe dar en consecuencia de interponer un 

desalojo, en este caso los demandados acreditaron el derecho de 

posesión para permanecer en el bien inmueble y no ser desalojados. 

A su vez los demandantes buscaron la restitución del bien inmueble 

que nunca estuvo en su posesión. Según la primera sentencia nos da 

un panorama claro al mencionar en sus considerandos la aplicación 

del IV Cuarto Pleno Casatorio, que sirvió como precedente vinculante 

para resolver el presente caso. Uno de los puntos más importantes es 

la denominación “posesión precaria” el cual, según el Código Civil es 

la que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha fenecido. 

El Juez de primera instancia menciona que en base a lo sugerido por 

el IV Pleno, se debe resolver en el título de posesión que ostenten los 

ocupantes precarios a fin de  no encontrarse inmersos en la falta de 

título o el fenecimiento de este. Finalmente se concluye en que no 

existe ninguna relación contractual entre las partes que haya fenecido, 

tampoco la falta de título, ya que, los demandados son copropietarios 

y por ende tienen su posesión amparada como título para su 

permanencia. 

b)  En la segunda instancia menciona el Superior Jerárquico que no se 

valoraron las pruebas que acreditan la propiedad de los demandantes 

y que al ser legítimos propietarios debe otorgarse el desalojo de los 

demandados. Olvidando que, lo que se encuentra en controversia no 

es la propiedad, ni establecer si los demandantes son o no familia, ya 



que ese fundamento no fue negado por la parte demandante en la 

etapa postulatoria. En consecuencia, se decidió dar la restitución del 

bien a los demandantes.  

c) En el Recurso de Casación se confirma lo sentenciado en la Primera 

Instancia, considerando que se aplicó erróneamente el artículo 911, el 

referido a la posesión precaria. Finalmente, la restitución no 

corresponde a los demandantes, por lo que se declara infundado el 

petitorio del Desalojo por causal de ocupación precaria. 

 

B. HECHOS DE FORMA 

 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES  

 

1.1.  Etapa Postulatoria  

Demanda: 

El acto postulatorio de la Demanda tiene una estructura lógica, 

descriptiva y cumple con los requisitos exigidos por los Artículos 424°, 

425° del Código Procesal Civil. 

 

Auto Admisorio: 

La Demanda no está incursa en ninguno de los presupuestos de 

inadmisibilidad e improcedencia establecidos en el Artículo 551. 

Señala que, el Juez, al calificar la demanda, puede declarar su 

inadmisibilidad o improcedencia, con arreglo a lo dispuesto por los 

Artículos 426 y 427, respectivamente. En consecuencia, se admitió la 

Demanda de Desalojo por Ocupación Precaria en vía del Proceso de 

Sumarísimo, razón por la cual se corre traslado a los demandados a 

efectos que esta sea absuelta por el termino de ley.  

Contestación 



Los demandados presentaron la contestación de la demanda. Así 

como fue establecido en el Art. 442 del C.P.C. y en cumplimiento de 

los requisitos de procedencia y admisibilidad a lo dispuesto por los 

Artículos 426 y 427, respectivamente. Se tuvo por contestada la 

demanda, así como ofrecidos los medios probatorios. 

1.2.  Audiencia Única 

 Conciliación 

No hubo posibilidad de conciliación porque las partes se mantuvieron 

en sus dichos. 

 Fijación de Puntos Controvertidos 

Se procedió conforme a lo establecido en el Artículo 468° del Código 

Procesal Civil, fijándose los siguientes puntos controvertidos. 

▪ Determinar si los demandantes son propietarios de la bien 

inmueble materia de litis. 

▪ Determinar si los demandantes ejercen la posesión de la bien 

materia de litis sin título alguno, o el que tenían ha fenecido. 

 Admisión de Medios Probatorios. 

Se admitieron todos los medios probatorios ofrecidos por ambas 

partes. Asimismo, al remitir los alegatos formulados por las partes, 

se puso en conocimiento que se encuentran expeditos para 

sentenciar. 

1.3.  Etapa Decisoria 

El Sr. Juez de Primera Instancia emitió sentencia, conforme a los 

presupuestos, enumerados en el Artículo 122° del Código Procesal 

Civil, con los que debe contar una sentencia, es decir: lugar y fecha, 

la mención sucesiva de los puntos sobre los que versa la resolución 

con las consideraciones de los fundamentos de hecho y de derecho; 

la expresión clara y concreta de lo que se decide; la condena por 

costos y costas de existir y la suscripción del Juez y el auxiliar 

jurisdiccional. La misma que está dividida en tres partes, la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva. 



1.4. Etapa Impugnatoria 

▪ Los demandantes interpusieron recurso de apelación dentro del 

plazo fijado por el Artículo 556 del Código Procesal Civil. El Juez 

concedió el recurso impugnatorio con efecto suspensivo de 

conformidad a lo dispuesto por el Artículo 366°, 367 y 368° de la 

mencionada norma. 

▪ Posteriormente los demandados Interponen Recurso de Casación 

contra la Sentencia de Segunda Instancia, dentro del plazo 

establecido en el Artículo 387° del Código Procesal Civil y lo 

dispuesto en el Artículo 388°cumpliendo los requisitos exigibles, 

fue admitido. La decisión fue FUNDADO EL RECURSO DE 

CASACIÓN, y actuando en sede de instancia confirmo la 

sentencia de primera instancia que declaraba infundada la 

demanda. 

 

2. PROBLEMAS DE FORMA 

 

2.1.  Problema principal o eje  

¿Se cumplió con las etapas, plazos y términos del Proceso 

Sumarísimo? 

2.2.  Problema colateral  

 No existen. 

2.3.  Problemas secundarios 

a) ¿La Demanda cumple con los requisitos exigibles del Código 

Procesal Civil? 

b) ¿Se valoraron todos los medios probatorios ofrecidos por las 

partes? 

c) ¿Se cumplieron con los requisitos para la admisión del Recurso de 

Apelación? 

 



3. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

 

3.1. Normas Legales 

- Constitución Política del Estado 

Artículo 138°.- La potestad de administrar justicia emana del pueblo 

y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos 

con arreglo a la Constitución y a las leyes. En todo proceso, de existir 

incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los 

jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre 

toda otra norma de rango inferior. 

Principios de la Administración de Justicia  

Artículo 139°.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 

Inc. 3 La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 

previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 

excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera 

sea su denominación. 

Inc. 5 La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las 

instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa 

de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan. 

Inc. 6 La pluralidad de la instancia. 

Inc. 20 El principio del derecho de toda persona de formular análisis y 

críticas de las resoluciones y sentencias judiciales, con las limitaciones 

de ley. 

- Código Procesal Civil 

TITULO PRELIMINAR 

 Artículo I.- Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 



Toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el 

ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un 

debido proceso. 

 Artículo II.- Principios de Dirección e Impulso del proceso 

La dirección del proceso está a cargo del Juez, quien la ejerce de 

acuerdo a lo dispuesto en este Código. 

El Juez debe impulsar el proceso por sí mismo, siendo responsable de 

cualquier demora ocasionada por su negligencia. Están exceptuados 

del impulso de oficio los casos expresamente señalados en este 

Código. 

Artículo IV.- Principios de Iniciativa de Parte y de Conducta 

Procesal 

El proceso se promueve sólo a iniciativa de parte, la que invocará 

interés y legitimidad para obrar. No requieren invocarlos el Ministerio 

Público, el procurador oficioso ni quien defiende intereses difusos. 

Las partes, sus representantes, sus Abogados y, en general, todos los 

partícipes en el proceso, adecúan su conducta a los deberes de 

veracidad, probidad, lealtad y buena fe. 

El Juez tiene el deber de impedir y sancionar cualquier conducta ilícita 

o dilatoria. 

Artículo V.- Principios de Inmediación, Concentración, Economía 

y Celeridad Procesales 

Las audiencias y la actuación de medios probatorios se realizan ante 

el Juez, siendo indelegables bajo sanción de nulidad. Se exceptúan 

las actuaciones procesales por comisión. 

El proceso se realiza procurando que su desarrollo ocurra en el menor 

número de actos procesales. 



El Juez dirige el proceso tendiendo a una reducción de los actos 

procesales, sin afectar el carácter imperativo de las actuaciones que 

lo requieran. 

La actividad procesal se realiza diligentemente y dentro de los plazos 

establecidos, debiendo el Juez, a través de los auxiliares bajo su 

dirección, tomar las medidas necesarias para lograr una pronta y 

eficaz solución del conflicto de intereses o incertidumbre jurídica. 

 Artículo VII.- Juez y Derecho 

El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque 

no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin 

embargo, no puede ir más allá del petitorio ni fundar su decisión en 

hechos diversos de los que han sido alegados por las partes. 

Medios Probatorios 

Artículo 188°.- Finalidad 

Los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos 

expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los 

puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones. 

 Artículo 424°.- Requisitos de la demanda 

La demanda se presenta por escrito y contendrá: 

1.- La designación del Juez ante quien se interpone. 

2.- El nombre, datos de identidad, dirección domiciliaria, domicilio 

procesal del demandante y el domicilio procesal electrónico, 

constituido por la casilla electrónica asignada por el Poder Judicial de 

acuerdo a la Ley 30229. 

3.- El nombre y dirección domiciliaria del representante o apoderado 

del demandante, si no puede comparecer o no comparece por sí 

mismo. 



4.- El nombre y dirección domiciliaria del demandado. Si se ignora esta 

última, se expresará esta circunstancia bajo juramento que se 

entenderá prestado con la presentación de la demanda. 

5.- El petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo 

que se pide. 

6.- Los hechos en que se funde el petitorio, expuestos 

enumeradamente en forma precisa, con orden y claridad. 

7.- La fundamentación jurídica del petitorio. 

8.- El monto del petitorio, salvo que no pudiera establecerse. 

9.- El ofrecimiento de todos los medios probatorios. 

10.- La firma del demandante o de su representante o de su apoderado 

y la del abogado, la cual no será exigible en los procesos de alimentos 

y de declaración judicial de paternidad. El secretario respectivo 

certificará la huella digital del demandante analfabeto. 

 

 Artículo 425°.- Anexos de la demanda 

A la demanda debe acompañarse: 

1.- Copia legible del documento de identidad del demandante y, en su 

caso, del representante. 

2.- El documento que contiene el poder de iniciar el proceso, cuando 

se actúe por apoderado. 

3.- Los medios probatorios que acrediten la representación legal del 

demandante, si se trata de personas jurídicas o naturales que no 

pueden comparecer por sí mismas. 

4.- Los medios probatorios de la calidad de heredero, cónyuge, 

curador de bienes, administrador de bienes comunes, albacea o del 

título con que actúe el demandante, salvo que tal calidad sea materia 

de un conflicto de interés y en el caso del procurador oficioso. 



5.- Los documentos probatorios. Si el demandante no dispusiera de 

algún medio probatorio, describe su contenido, indicando con 

precisión el lugar donde se encuentran y solicitando las medidas 

pertinentes para su incorporación al proceso. 

6.- Copia certificada del acta de conciliación extrajudicial, en los 

procesos judiciales cuya materia se encuentre sujeta a dicho 

procedimiento previo. 

 Artículo 426°.- Inadmisibilidad de la demanda 

El Juez declara inadmisible la demanda cuando: 

1.- No tenga los requisitos legales. 

2.- No se acompañan los anexos exigidos por ley. 

3.- El petitorio sea incompleto o impreciso. 

4.- Contenga una indebida acumulación de pretensiones. 

En estos casos el Juez ordenará al demandante subsane la omisión o 

defecto en un plazo no mayor de diez días. Si el demandante no 

cumpliera con lo ordenado a criterio del Juez, este rechaza la 

demanda y ordena el archivo del expediente. 

Excepciones y defensas previas 

Artículo 552.- Las excepciones y defensas previas se interponen al 

contestarse la demanda. Solo se permiten los medios probatorios de 

actuación inmediata.  

Artículo 466° Efectos de la declaración de la existencia de una relación 

procesal válida 

Consentida o ejecutoriada la resolución que declara la existencia de 

una relación jurídica procesal válida, precluye toda petición referida, 

directa o indirectamente, a la validez de la relación citada. 



Artículo 467° Efectos de la declaración de invalidez de la relación 

procesal 

Consentida o ejecutoriada la resolución que declara la invalidez de la 

relación procesal o vencida el plazo sin que el demandante subsane 

los defectos que la invalidan, el Juez declarará concluido el proceso 

imponiendo al demandante el pago de las costas y costos.  

Proceso Sumarísimo 

Artículo 546.- Procedencia 

1. Alimentos; 

2. separación convencional y divorcio ulterior; 

3. interdicción; 

4. desalojo; 

5. interdictos; 

6. los que no tienen una vía procedimental propia, son inapreciables 

en dinero o hay duda sobre su monto o, porque debido a la urgencia 

de tutela jurisdiccional, el Juez considere atendible su empleo; 

7. aquellos cuya estimación patrimonial no sea mayor de cien 

Unidades de Referencia Procesal; y, 

8. los demás que la ley señale. 

Artículo 547.- Competencia 

Son competentes para conocer los procesos sumarísimos indicados 

en los incisos 2) y 3), del artículo 546, los Jueces de Familia. En los 

casos de los incisos 5) y 6), son competentes los Jueces Civiles. 



Los Jueces de Paz Letrados conocen los asuntos referidos en el inciso 

1) del artículo 546. 

En el caso del inciso 4) del artículo 546, cuando la renta mensual es 

mayor de cincuenta Unidades de Referencia Procesal o no exista 

cuantía, son competentes los Jueces Civiles. Cuando la cuantía sea 

hasta cincuenta Unidades de Referencia Procesal, son competentes 

los Jueces de Paz Letrados. 

En el caso del inciso 7) del artículo 546, cuando la pretensión sea 

hasta diez Unidades de Referencia Procesal, es competente para 

sentenciar el Juez de Paz y hasta cincuenta Unidades de Referencia 

Procesal para resolver mediante conciliación; cuando supere esos 

montos, es competente el Juez de Paz Letrado. 

Inadmisibilidad o improcedencia.  

Artículo 551.- El Juez, al calificar la demanda, puede declarar su 

inadmisibilidad o improcedencia, con arreglo a lo dispuesto por los 

Artículos 426 y 427, respectivamente. 

Si declara inadmisible la demanda, concederá al demandante tres días 

para que subsane la omisión o defecto, bajo apercibimiento de 

archivar el expediente. Esta resolución es inimpugnable. 

Si declara improcedente la demanda, ordenará la devolución de los 

anexos presentados. 

Audiencia única 

Artículo 554.- Audiencia única 

Al admitir la demanda, el Juez concederá al demando cinco días para 

que la conteste. 

Contestada la demanda o trascurrido el plazo para hacerlo, el Juez 

fijará fecha para la audiencia de saneamiento, pruebas y sentencia, la 



que deberá realizarse dentro de los diez días siguientes de contestada 

la demanda o de trascurrido el plazo para hacerla, bajo 

responsabilidad. 

En esta audiencia las partes pueden hacerse representar por 

apoderado, sin restricción alguna. 

Artículo 555.- Actuación 

Al iniciar la audiencia, y de haberse deducido excepciones o defensas 

previas, el Juez ordenará al demandante que las absuelva, luego de 

lo cual se actuarán los medios probatorios pertinentes a ellas. 

Concluida su actuación, si encuentra infundadas las excepciones o 

defensas previas propuestas, declarará saneado el proceso. El Juez, 

con la intervención de las partes, fijará los puntos controvertidos y 

determinará los que van a ser materia de prueba. 

A continuación, rechazará los medios probatorios que considere 

inadmisibles o improcedentes y dispondrá la actuación de los referidos 

a las cuestiones probatorias que se susciten, resolviéndolas de 

inmediato. 

Actuados los medios probatorios referentes a la cuestión de fondo, el 

Juez concederá la palabra a los Abogados que así lo soliciten. Luego, 

expedirá sentencia. 

Excepcionalmente, puede reservar su decisión por un plazo que no 

excederá de diez días contados desde la conclusión de la audiencia. 

Artículo 387° Requisitos de admisibilidad 

El recurso de casación se interpone: 

1.- Contra las sentencias y autos expedidos por las salas superiores 

que, como órganos de segundo grado, ponen fin al proceso; 

2.- ante el órgano jurisdiccional que emitió la resolución impugnada o 

ante la Corte Suprema, acompañando copia de la cédula de 



notificación de la resolución impugnada y de la expedida en primer 

grado, certificada con sello, firma y huella digital, por el abogado que 

autoriza el recurso y bajo responsabilidad de su autenticidad. 

En caso de que el recurso sea presentado ante la Sala Superior, esta 

deberá remitirlo a la Corte Suprema sin más trámite dentro del plazo 

de tres días; 

3.- dentro del plazo de diez días, contado desde el día siguiente de 

notificada la resolución que se impugna, más el término de la distancia 

cuando corresponda; 

4.- adjuntando el recibo de la tasa respectiva. 

Si no se cumple con los requisitos previstos en los numerales 1 y 3, la 

Corte rechazará de plano el recurso e impondrá al recurrente una 

multa no menor de diez ni mayor de cincuenta Unidades de Referencia 

Procesal en caso de que considere que su interposición tuvo como 

causa una conducta maliciosa o temeraria del impugnante. 

Si el recurso no cumple con los requisitos previstos en los numerales 

2 y 4, la Corte concederá al impugnante un plazo de tres días para 

subsanarlo, sin perjuicio de sancionarlo con una multa no menor de 

diez ni mayor de veinte Unidades de Referencia Procesal si su 

interposición tuvo como causa una conducta maliciosa o temeraria. 

Vencido el plazo sin que se produzca la subsanación, se rechazará el 

recurso. 

Artículo 388° Requisitos de procedencia 

Son requisitos de procedencia del recurso de casación: 

1.- Que el recurrente no hubiera consentido previamente la resolución 

adversa de primera instancia, cuando esta fuere confirmada por la 

resolución objeto del recurso; 



2.- describir con claridad y precisión la infracción normativa o el 

apartamiento del precedente judicial; 

3.- demostrar la incidencia directa de la infracción sobre la decisión 

impugnada; 

4.- indicar si el pedido casatorio es anulatorio o revocatorio. Si fuese 

anulatorio, se precisará si es total o parcial, y si es este último, se 

indicará hasta donde debe alcanzar la nulidad. Si fuera revocatorio, se 

precisará en qué debe consistir la actuación de la Sala. Si el recurso 

contuviera ambos pedidos, deberá entenderse el anulatorio como 

principal y el revocatorio como subordinado. 

 3.2.  DOCTRINA 

 

El Proceso Sumarísimo 

(Ramos Flores, 2013) menciona que; 

El proceso Sumarísimo, dentro de los proceso contenciosos, es la 

vía procedimental que se caracteriza por contemplar los plazos 

más breves, la menor cantidad de actos procesales y la 

concentración de las audiencia en una sola, denominada audiencia 

única, en la cual, inclusive, se produce la expedición de la 

sentencia, salvo que excepcionalmente, el Juez reserve su 

decisión para un momento posterior. 

En vía de proceso Sumarísimo se ventilan, por lo general, las 

controversias que no revisten mayor complejidad o en las que sea 

urgente la tutela jurisdiccional comprendiéndose, además, aquellas 

en las que la estimación patrimonial en cuantía sea mínima. 

Derecho a la prueba (Landa Arroyo, 2012) indica: 

“Puede reconocerse, entonces, una doble dimensión en este 

derecho: subjetiva y objetiva. La primera se relaciona con el 

derecho fundamental de los justiciables o de un tercero con 

legítimo interés de presentar, en un proceso o procedimiento, los 

medios probatorios pertinentes para acreditar su pretensión o 



defensa. La segunda, por otro lado, comporta el deber del juez de 

causa de solicitar los medios de prueba a la parte que tiene fácil 

acceso a ellos, frente a la imposibilidad de la otra parte de 

ofrecerlos. Toda prueba, para ser valorada en un proceso, debe 

reunir ciertas características:  

(1) Veracidad objetiva, en virtud de la cual la prueba debe reflejar 

de manera exacta lo acontecido en la realidad; ello para asegurar 

que el elemento probatorio se ajuste a la verdad y no haya sido 

manipulado;  

(2) Constitucionalidad de la actividad probatoria, la cual prohíbe la 

obtención, recepción y valoración de pruebas que vulneren 

derechos fundamentales o transgredan el orden jurídico;  

(3) Utilidad de la prueba, que verifica la utilidad de la prueba 

siempre que ésta produzca certeza judicial para la resolución del 

caso;  

(4) Pertinencia de la prueba, según la cual la prueba se reputará 

pertinente si guarda relación directa con el objeto del 

procedimiento. 

 

Valoración de las pruebas  

El análisis probatorio que se efectúa en el procedimiento 

contencioso interamericano no se encuentra sujeto a formalidades 

preestablecidas. La valoración del material probatorio se analiza de 

manera libre y de acuerdo con la sana crítica, teniendo en cuenta 

para ello, principalmente, la pertinencia de su contenido con la 

acreditación de los hechos alegados. 

Asimismo, en cuanto a la valoración de los medios de prueba 

presentados por las partes, es postura uniforme de la Corte admitir 

toda aquella que resulte pertinente y relevante para la dilucidación 

de la controversia, siempre que las mismas no hayan sido objeto 

de cuestionamiento. 

Es por ello que es admitido como medio de prueba todo aquel 

elemento que meridianamente pueda contener información 



relevante acreditada que coadyuve la demostración de la 

existencia de las violaciones denunciadas.  

De modo que la Corte IDH tiene la potestad de apreciar y valorar 

las pruebas según las reglas de la sana crítica, desde una 

interpretación no solo subjetiva del texto y el caso concreto, sino 

también desde una perspectiva institucional y valorativa del 

contexto, lo que le permite disponer de amplias facultades en la 

valoración de la prueba, con la finalidad de proteger los derechos 

humanos. 

Requisitos de la sentencia 

(Landa Arroyo, 2012)En lo referente a los requisitos de la 

sentencia, cabe señalar que todo proceso debe 

culminar con una resolución motivada que ponga término al mismo. 

En otras palabras: una garantía judicial básica de toda persona en 

un proceso es gozar de la certeza judicial sobre el derecho 

invocado. No obstante, cabe precisar que la culminación de un 

proceso prima facie no solo se obtiene con una sentencia de mérito, 

sino también con un auto o decreto de archivamiento del proceso, 

conforme a ley. Esto quiere decir que la certeza judicial queda 

definida con este tipo de decisión inapelable. Pero la sentencia que 

se pronuncia sobre el fondo, una vez agotados todos los recursos 

impugnatorios -ordinarios o extraordinarios-, es decir, la que pone 

término al proceso, es la que adquiere la calidad de cosa juzgada. 

Por eso, la declaración judicial del derecho de última instancia, 

prima facie, es irrevisable en el derecho interno; con lo cual se 

producen dos efectos: primero, se crea certeza judicial o seguridad 

jurídica y, en consecuencia, se consagra el principio según el cual 

por los mismos hechos y derecho, la persona absuelta o 

condenada no puede volver a ser procesada o condenada otra vez 

por los mismos hechos (ne bis in ídem), según dispone el artículo 

8.4 de la Convención Americana 

Derecho a la motivación: 

(Landa Arroyo, 2012)El artículo 139 inciso 5 de la Constitución 

Política del Estado, concordante con el artículo 12 del Texto Único 



Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, e incisos 3 y 4 del 

artículo 122 y 50 inciso 6 del Código Procesal Civil, dispone que 

toda resolución emitida por cualquier instancia judicial debe 

encontrarse debidamente motivada. Es decir, debe manifestarse 

en los considerandos la radio decidendi que fundamenta la 

decisión, la cual debe contar, por ende, con los fundamentos de 

hecho y derecho que expliquen por qué se ha resuelto de tal o cual 

manera. Solo conociendo de manera clara las razones que 

justifican la decisión, los destinatarios podrán ejercer los actos 

necesarios para defender su pretensión. 

Y es que la exigencia de que las resoluciones judiciales sean 

motivadas, por un lado, informa sobre la forma como se está 

llevando a cabo la actividad jurisdiccional, y por otro lado, 

constituye un derecho fundamental para que los justiciables 

ejerzan de manera efectiva su defensa. Este derecho incluye en su 

ámbito de protección el derecho a tener una decisión fundada en 

Derecho. Ello supone que la decisión esté basada en normas 

compatibles con la Constitución, como en leyes y reglamentos 

vigentes, válidos, y de obligatorio cumplimiento. 

Ahora bien, este derecho no garantiza una determinada extensión 

de la motivación sin que exista suficiente sustento fáctico y jurídico 

en la decisión, y que además haya relación entre lo pedido y lo 

resuelto. Esto último quiere decir que el razonamiento que utilice el 

juez debe responder a las alegaciones de las partes del proceso. 

Sobre esto, existen dos situaciones que vuelven incongruente esta 

relación: cuando el juez altera o excede las peticiones planteadas 

(incongruencia activa), y cuando no contesta dichas pretensiones 

(incongruencia omisiva). Pero ello no significa que todas y cada 

una de las alegaciones de las partes sean, de manera necesaria, 

objeto de pronunciamiento, sino solo aquellas relevantes para 

resolver el caso. 

Pero la motivación deviene en defectuosa cuando, además de 

carecer de argumentos jurídicos y fácticos sólidos, ocurren dos 

presupuestos. Primero, cuando de las premisas previamente 

establecidas por el juez resulte una inferencia inválida; y segundo, 



cuando exista tal incoherencia narrativa en el discurso que vuelva 

confusa la fundamentación de la decisión. La motivación debe ser, 

pues, lógica y coherente. 

Derecho a la cosa juzgada  

Constituye un derecho fundamental de orden procesal el que 

ninguna autoridad, ni siquiera jurisdiccional, reviva procesos 

fenecidos con resolución ejecutoria, conforme dispone el inciso 2 

del artículo 139 de la Constitución. La cosa juzgada posee un doble 

contenido: formal, el cual prohíbe que las resoluciones que hayan 

puesto fin a un proceso judicial sean cuestionadas mediante 

medios impugnatorios cuando estos ya hayan sido agotados, o 

cuando haya prescrito el plazo exigido para su interposición; y 

material, en base al cual las resoluciones con calidad de cosa 

juzgada no pueden ser modificadas ni dejadas sin efecto por 

autoridad, funcionario, ni tercero alguno. En tal sentido, las 

resoluciones con carácter firme no pueden ser modificadas ni 

desvirtuadas por medio de una resolución posterior, ni por la 

autoridad que la dictó, ni por una instancia superior. Y conforme a 

lo expresado en el artículo 8.4 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, una resolución sin carácter definitivo, pero 

que ha puesto fin al proceso, se encuentra también garantizada por 

este derecho. 

La cosa juzgada presenta una doble eficacia: positiva, por la que el 

juez u órgano jurisdiccional, sobre un proceso seguido a los 

mismos sujetos, está impedido de contradecir el contenido de una 

decisión firme dictada por sí mismo o por cualquier otro órgano; y 

eficacia negativa, por la que se excluye la posibilidad de emitir 

pronunciamientos judiciales con el mismo objeto procesal cuando 

ya haya sido resuelto de manera firme, esto es, ninguna persona 

puede ser juzgada dos veces por los mismos fundamentos (ne bis 

in ídem). 

Pluralidad de instancia  

(Landa Arroyo, 2012) Es constitutivo del quehacer jurisdiccional 

que las decisiones judiciales de un juez de primer grado puedan 



ser revisadas por las cortes o tribunales de segundo grado, porque 

el error o falla humana en la interpretación del hecho y derecho 

conforme al ordenamiento jurídico es una posibilidad que no puede 

quedar desprotegida en el Sistema Interamericano, que garantiza 

judicialmente el debido proceso y otorga tutela jurisdiccional a las 

víctimas.  

Más aún, si bien la pluralidad a la que hacemos referencia no se 

limita a dos instancias, sí lleva implícito el derecho a un recurso con 

el cual se pueda revisar por el fondo y por la forma la resolución 

impugnada, de acuerdo con la ley procesal nacional. 

“[…] el derecho de recurrir del fallo es una garantía primordial que 

se debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de 

permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez 

o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. El derecho de 

interponer un recurso contra el fallo debe ser garantizado antes de 

que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada. Se busca 

proteger el derecho de defensa otorgando durante el proceso la 

posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede firme 

una decisión que fue adoptada con vicios y que contiene errores 

que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una 

persona” 

“[…] se debe entender que el recurso que contempla el artículo 

8.2.h. de dicho tratado debe ser un recurso ordinario eficaz 

mediante el cual un juez o tribunal superior procure la corrección 

de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien los 

Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio 

de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos que 

infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo. Al 

respecto, la Corte ha establecido que ‘no basta con la existencia 

formal de los recursos, sino que éstos deben ser eficaces’, es decir, 

deben dar resultados o respuestas al fin para el cual fueron 

concebidos” 

 



 3.3.  JURISPRUDENCIA 

 

Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, según la casación “En el 

contexto descrito, considera este Colegiado que cuando el 

ordenamiento reconoce  el derecho de todo justiciable de poder 

acceder a la jurisdicción, como manifestación de la tutela judicial 

efectiva, no quiere ello decir que la judicatura, prima facie, se sienta 

en la obligación de estimar favorablemente toda pretensión 

formulada, sino que simplemente, sienta la obligación de acogerla 

y brindarle una sensata como razonada ponderación en torno a su 

procedencia o legitimidad. No es, pues, que el resultado favorable 

esté asegurado con solo tentarse un petitorio a través de la 

demanda, sino tan solo la posibilidad de que el órgano encargado 

de la administración de Justicia  pueda hacer del mismo un 

elemento de análisis con miras a la expedición de un 

pronunciamiento cualquiera que sea su resultado” (Tribunal 

constitucional, 2005) 

 

Derecho a la debida motivación, La Casación 29235-2018 

indica;“Por su parte, el derecho a la motivación de las resoluciones 

judiciales, consagrado en el inciso 5 del artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú, garantiza al justiciable que los 

jueces, cualquiera sea la instancia a la que pertenezcan, expresen 

las razones que los han llevado a decidir la controversia, 

asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se 

haga con sujeción a la Constitución y a la ley, pero también con la 

finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa 

de los justiciables. Por lo tanto, el contenido esencial del derecho y 

principio de motivación de las resoluciones judiciales se respeta 

siempre que exista fundamentación jurídica, congruencia entre lo 

pedido y lo resuelto, y la resolución, por sí misma, exprese una 

suficiente justificación de la decisión adoptada, aún si esta es breve 

o concisa o se presente el supuesto de motivación por remisión”. 

(Casación , 2021) 



Fines del Proceso, La Casación 2813-10 señala:  “Que, este 

Supremo Tribunal, no puede dejar de destacar que conforme a lo 

previsto en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal 

Civil, el Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso 

es resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre 

jurídica, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los 

derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz 

social en justicia. Esto implica que no puede aplicar ni interpretar de 

manera rígida las normas procesales, ni desarrollar la actividad 

procesal sin tener en consideración que su finalidad última, es 

resolver el conflicto de intereses planteado por las partes” 

(Casación, 2011) 

 

 

Casación N° 2060-2017En tal sentido, se puede decir que la 

legitimatio ad causam o legitimidad para obrar constituye un 

requisito fundamental para el ejercicio del derecho de acción, pues 

la falta de éste implica la imposibilidad de que exista un 

pronunciamiento válido sobre el fondo por no haber coincidencia o 

identidad entre las partes que conforman la relación jurídica 

sustantiva y las que integran la relación jurídica procesal. 

(Casación, 2018) 

Casación Nº 2971-2017 Podemos definir a la excepción procesal 

como el medio de defensa que confiere al demandado, la 

posibilidad de cuestionar la relación jurídica procesal y busca poner 

de manifiesto al juez la ausencia o insuficiencia de uno de los 

presupuestos procesales (competencia del juez, capacidad 

procesal de las partes y requisitos esenciales de la demanda), o de 

una de las condiciones de ejercicio válido de la acción (legitimidad 

e interés para obrar), con la finalidad de paralizar y subsanar algún 

vicio procesal o, en su caso, extinguir la relación jurídica procesal. 

Nuestro Código Procesal Civil no da una definición de excepción 

procesal, se limita a determinar qué clase de excepciones proceden 

en el proceso civil y cuáles son sus efectos en casos de 



fundabilidad. Sin embargo, consideramos que la doctrina nacional 

y extranjera coinciden con la tesis de que las excepciones 

procesales son mecanismos que utiliza el demandado para 

cuestionar la relación procesal entablada, principalmente por la 

ausencia o deficiencia de algún presupuesto procesal o por una 

condición de la acción, con el propósito de extinguirla o con el objeto 

de que sea subsanada. (Casación, 2018) 

 

Las pruebas como motivación de la Sentencia; Casación 25761-10 

“En su aspecto procesal, el debido proceso comprende también el 

derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, reconocido 

en el artículo 139, numeral 5), de la Norma Fundamental, que 

implica que los jueces están obligados a expresar las razones o 

justificaciones objetivas que sustentan sus decisiones(,,,) 

Igualmente, como también lo ha señalado el Tribunal 

Constitucional, las razones o justificaciones objetivas que llevan a 

los jueces a tomar una determinada decisión, deben provenir no 

solo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de 

los propios hechos debidamente acreditados en el trámite del 

proceso”. (Casación, 2019) 

Casación 32015-2019 Por tanto, en general, al emitirse 

pronunciamiento sobre la falta de legitimidad para obrar no se debe 

juzgar la pretensión ni el fondo de la litis, ni si el demandante es la 

persona obligada en la relación sustantiva controvertida en el 

proceso, ya que estos aspectos de la pretensión deben ser objeto 

de pronunciamiento en la sentencia, mediante el respectivo juicio 

de fundabilidad y luego de haberse desarrollado la actividad 

probatoria sobre los hechos controvertidos en el principal, 

(Casación, 2021) 

 

CASACIÓN N° 18632 - 2018 no resulta razonable que la Sala 

Superior, lejos de emitir un pronunciamiento de fondo, que resuelva 

definitivamente la controversia respecto a la segunda y tercera 

pretensiones principales, declare ahora la improcedencia de la 



demanda amparado en una falta de conexión lógica entre los 

hechos y el petitorio, cuando ello ya fue objeto de pronunciamiento 

al momento de admitirse la demanda y no puede volver a valorarse 

en aplicación del principio de preclusión. (Casación, 2019) 

 

Casación N° ° 3633-2017 no procede declarar el abandono de un 

proceso de prescripción adquisitiva de dominio al ser 

imprescriptible, el transcurso del tiempo no lo afecta; sin embargo, 

en este proceso las instancias de mérito han considerado el 

abandono del proceso (…) al no observarse lo dispuesto por el 

artículo 350° inciso 3 del Código Procesal Civil, esto es, “No hay 

abandono en los procesos en que se contiendan pretensiones 

imprescriptibles”, norma de observancia imperativa. (Casación, 

2019) 

 

Casación N° 3815-2017. En el caso de autos, al haberse declarado 

procedente las denuncias sustentadas en vicios in 

procedendo como vicios in iudicando, corresponde efectuar en 

primer término el análisis de la causal procesal, toda vez que de 

resultar fundada ésta, dada su incidencia en la tramitación del 

proceso y su efecto nulificante, carecería de sentido emitir 

pronunciamiento respecto de la causal material. (Casación, 2018) 

 

4. DISCUSIÓN DE FORMA   

a) Con referencia a la estructura de la demanda, fue redactada conforme 

a los requisitos exigidos por los Art. 424°, 425°, 442°, 554° del Código 

Procesal Civil, la misma que fuera admitida por el Órgano Jurisdiccional 

competente, tramitándose en vía del proceso sumarísimo dentro de los 

términos y plazos preestablecidos; declarándose admitida la demanda 

y sus medios probatorios ofrecidos.  

b) En el caso de la Contestación, ha cumplido con todos los requisitos de 

forma y de fondo, así mismo se ha respetado el procedimiento del 

Proceso Sumarísimo valorándose los medios probatorios aportados por 



las partes, dentro del plazo de 5 días establecido en el Código Procesal 

Civil. Los cuales han sido admitidos. 

 

c) En aplicación del Principio de Oportunidad e Idoneidad probatoria las 

partes ofrecen los medios probatorios que van a acreditar lo señalado 

en la demanda; acerbo probatorio que es merituado por el Juez en 

forma conjunta aplicando la sana crítica y de esta manera a través del 

procedimiento establecido por Ley da la oportunidad de oír a las partes 

y el ejercicio del irrestricto Derecho de Defensa a fin de validar el 

Principio de Inmediación y poder emitir una sentencia justa.  

 

5. CONCLUSIONES 

a) La Constitución Política del Estado precisa que en el desarrollo de un 

proceso judicial se deben respetar los términos y plazos pre-estipulados 

por Ley, es lo que conocemos en Doctrina como Debido Proceso, 

garantizando en toda etapa el Derecho de Defensa, respetando los 

Principios Procesales. Considero que en presente caso se han 

respetado los plazos y términos regularmente, así mismo se ha aplicado 

correctamente tanto el Derecho Positivo como los Principios que 

inspiran a nuestra legislación civil. 

b) La Administración de Justicia debe buscar la solución de un conflicto de 

intereses, respetando el debido proceso y el derecho de las partes 

procesales, otorgando garantías mínimas para que las partes puedan 

exponer sus argumentos y alegatos frente a un Juez independiente, que 

pueda emitir una sentencia que determine el Derecho de cada uno de 

los sujetos procesales. En el presente caso mediante la Sentencia 

Casatoria se han aplicado los Principios y Garantías procesales. 

c) En el Proceso materia de análisis los diferentes Órganos Jurisdicciones 

han cumplido relativamente sus funciones, existieron algunos errores 

procedimentales sin mayor trascendencia. Motivo por el cual se 

interpuso el Recurso Extraordinario de Casación que determinó de 

manera justa la aplicación de la norma versada en la posesión precaria. 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VII. Plan de actividades y cronograma 

 

ACTIVIDAD JUNIO JULIO AGOSTO SETIEMBRE OCTUBRE 

1. Selección del 

Expediente Civil o Penal 

 

 

      X 

    

2. Revisión Bibliográfica  X    

3. Revisión y corrección 

del trabajo de 

Suficiencia Profesional 

  

X 

   



4. Recopilación de la 

información 

  

 

     X 

   

5. Asesorías     X       X    

6. Informe de los 

Asesores 

    

   X 

 

 

 

7. Entrega del Trabajo 

de Suficiencia 

Profesional 

        

 

    X 

 

 

 

    X 

 

8. Correcciones              X  

9. Presentación y 

sustentación 

          

     X 
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